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RESUMEN 
El presente trabajo de investigación titula: “La Inconstitucionalidad de la 
Autonomía Procesal del Tribunal Constitucional” y como objetivos generales 
tiene como propósito determinar si la aplicación de la autonomía procesal es o 
no incondicional; demostrar en qué casos puede válidamente ejercer el Tribunal 
Constitucional la autonomía procesal. El método de investigación utilizado es 
cualitativo, es de carácter dogmático y es de investigación aplicada, cuya 
población fue el total de las sentencias del Tribunal Constitucional peruano, para 
ello se tomó una muestra de las unidades de estudio, y 12 sentencias expedidas 
por el Tribunal Constitucional peruano.  
 
En principio se presenta y describe la problemática actual en el que se 
ven enfrascados, por un lado los litigantes y sus abogados y por otro los 
operadores de justicia, sobre todo los miembros del Tribunal Constitucional 
Peruano, ante la amplia discrecionalidad que implica aplicar el principio de la 
autonomía procesal del Tribunal Constitucional.  
 
A fin de dar a conocer el alcance, y significado que tiene la autonomía 
procesal del Tribunal Constitucional, resulta importante analizar el desarrollo 
histórico de dicha institución jurídica, cómo se originó e ingreso al Perú, y como 
se aplicó en la Jurisprudencia Constitucional del Tribunal Constitucional 
peruano. 
 
Al respecto, la trascendencia constitucional de la presente investigación 
se halla en que el problema  formulado,  hará  posible  determinar  si  dicha  
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facultad  del Tribunal Constitucional es o no constitucional y/o ilegal, es decir si 
en su existencia o aplicación tiene algún sustento, legal o  constitucional, y en 
todo caso advertir cual sería la forma oportuna de aplicar la autonomía procesal. 
 
A modo de respuesta se ha señalado que es inconstitucional e ilegal la 
aplicación de la autonomía procesal del Tribunal Constitucional peruano cuando 
afecta la Constitución Política del Estado y el Código Procesal Constitucional, 
ello precisamente se verá reflejado en el desarrollo de la presente investigación. 
Palabras clave: Autonomía Procesal, Inconstitucional, Ilegal.
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ABSTRACT 
 
The present research work entitled: "The Unconstitutional of the Procedural 
Autonomy of the Constitutional Court" and as general objectives its purpose is 
to determine if the application of procedural autonomy is unconditional or not; 
demonstrate in which cases the Constitutional Court can validly exercise 
procedural autonomy. The research method used is qualitative, is dogmatic and 
is applied research, whose population was the total of the judgments of the 
Peruvian Constitutional Court, for it was taken a sample of the units of study, 
and 12 judgments issued by the Peruvian Constitutional Court 
 
In principle, it presents and describes the current problems in which they 
are engaged, on the one hand litigants and their lawyers and on the other the 
operators of justice, especially the members of the Peruvian Constitutional 
Court, before the wide discretion that implies applying the principle of the 
procedural autonomy of the Constitutional Court. 
 
In order to publicize the scope and meaning of the procedural autonomy 
of the Constitutional Court, it is important to analyze the historical development 
of said legal institution, how it originated and entered Peru, and how it was 
applied in the Constitutional Court's Constitutional Jurisprudence Peruvian. 
 
In this regard, the constitutional significance of the present investigation 
lies in the fact that the problem formulated will make it possible to determine if 
said power of the Constitutional Court is constitutional and / or illegal, that is to 
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say if in its existence or application it has any support, legal or constitutional, 
and in any case to warn what would be the opportune form to apply the 
procedural autonomy. 
 
In  response,  it  has  been  pointed  out  that  the  application  of  the  
procedural autonomy of the Peruvian Constitutional Court is unconstitutional 
and illegal when it affects the Political Constitution of the State and the 
Constitutional Procedural Code, this will be reflected in the development of the 
present investigation. 
Keywords: procedural autonomy, unconstitutional, illegal.
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INTRODUCCIÓN 
El presente trabajo de investigación titulado: “La inconstitucionalidad de 
autonomía procesal del Tribunal Constitucional”, ha surgido de la praxis judicial 
que viene aplicando el supremo intérprete de la Constitución en su quehacer 
diario como supremo intérprete de la Constitución. 
 
Ahora bien, con la presente investigación justamente lo que se 
pretende es dar una solución a  dicha incertidumbre,  a través de la reforma 
a los  dispositivos legales y constitucionales que regulan la autonomía procesal 
del Tribunal Constitucional. 
 
En cuanto al contenido de la presente investigación, se han desarrollado 
los capítulos que a continuación paso a detallar: 
 
En el capítulo I, se ha expuesto la situación problemática de la 
investigación, precisándose los objetivos e hipótesis. Este trabajo se justifica 
pues es relevante socialmente, sobre todo el campo jurídico, donde se tiene 
como principal actor al Tribunal Constitucional. 
 
En el capítulo II, se desarrolló el marco teórico, divididos en cinco sub 
capítulos, así tenemos: 
x 
 
En el sub c apítulo I, se ha realizado un repaso histórico por el 
desarrollo del derecho constitucional, en Europa (Inglaterra, Francia, España, 
Alemania y Austria), así como en Norteamérica, con énfasis en América Latina 
(Argentina, México, Perú). 
 
En el sub capitulo II, se hizo referencia a todo lo relacionado con el 
Derecho Constitucional, concepto, definición, fuentes del Derecho 
Constitucional. 
 
En el sub capitulo III, se ha hecho alusión a la constitucionalidad o control 
de la constitucionalidad; desarrollo histórico, así como su aplicación en el Perú, 
a través de los sistemas de control constitucional (control concentrado y difuso). 
 
En el sub capitulo IV, relacionado al origen de la autonomía procesal del 
Tribunal Constitucional, fundamento jurídico, Límites; asimismo se ha hecho 
un repaso de la aplicación de la autonomía procesal en el derecho comparado. 
 
En el sub capítulo V, se abordó el tema de la Autonomía Procesal del 
Tribunal Constitucional en el Perú, abarcan la incorporación de dicha institución 
jurídica en el Perú, sus límites, así como la jurisprudencia constitucional del 
Tribunal Constitucional donde se aplicó la autonomía procesal, y también se 
abarcó las diferencias entre la autonomía procesal germana y peruana. 
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CAPÍTULO I 
EL PROBLEMA 
1.1. PROBLEMA GENERAL 
¿Es la aplicación de la autonomía procesal del Tribunal Constitucional 
peruano inconstitucional? 
 
1.2. OBJETIVOS GENERALES 
 Determinar   si   la   aplicación   de   la   Autonomía   Procesal   es   o   
no inconstitucional. 
 Demostrar   en   qué   casos   puede   válidamente   ejercer   el   
Tribunal Constitucional la autonomía procesal. 
 
1.3. JUSTIFICACIÓN E IMPORTANCIA DEL ESTUDIO 
Esta  investigación  es  necesaria  para  poder  desentrañar  y  conocer  
todos aquellos aspectos teóricos y prácticos de la autonomía procesal. Es 
necesario observar y analizar, el contexto de aplicación de la autonomía 
procesal del Tribunal Constitucional peruano y de esta forma establecer 
por qué podría ser esta inconstitucional. 
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Es así mismo conveniente para nuestra Universidad Andina Néstor 
Cáceres Velásquez, por cuanto dentro de sus fines primordiales se halla la 
investigación científica en beneficio de la colectividad y el país. 
 
1.4. HIPÓTESIS DE LA INVESTIGACIÓN 
1.4.1. Hipótesis general 
Es inconstitucional la aplicación de la autonomía procesal del 
Tribunal Constitucional peruano cuando afecta la Constitución 
Política del Estado, así como el Código Procesal Constitucional. 
 
1.5. VARIABLES DE ESTUDIO 
 La  aplicación  de  la  autonomía  procesal  por  parte  del  Tribunal 
Constitucional peruano. 
 La inconstitucionalidad de la autonomía procesal en el caso peruano. 
 
1.6. INDICADORES 
 Sentencias del Tribunal Constitucional peruano 
 Constitución Política del Estado 
 Código Procesal Constitucional 
 Ley Orgánica del Tribunal Constitucional 
 
1.7. METODOLOGÍA 
1.7.1. Tipo y Nivel de Investigación 
La tesis a desarrollarse tiene carácter dogmático: I.6.1.2. La tesis 
es de investigación1  aplicada.2 
                                                         
1 “He aquí, pues, una primera advertencia: se puede hacer una tesis de compilación o una tesis de 
investigación; o una tesis de “licenciatura” y una tesis de “PhD”.”(Eco, Humberto. COMO SE HACE 
UNA TESIS. Ed. Gedisa, reimpresión, México, 1986, pp.20-21). 
2 BUNGE, Mario. La Investigación Científica. Ed. Ariel, Barcelona, 1969, p. 43. 
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1.8. POBLACIÓN 
El total de las sentencias del Tribunal Constitucional peruano donde se 
mencione y aplique la autonomía procesal, desde el año 2002 a la fecha. 
 
1.9. MUESTRA 
 Unidades de estudio: Muestra, unidades de análisis. 
 Sentencias cuyo contenido se considere relevante en cuanto a la 
aplicación de la Autonomía Procesal. 
 Sentencias expedidas por el Tribunal Constitucional peruano en la 
cantidad de doce (12), siendo estas las más relevantes. 
 Sentencias  expedidas  por  otros  entes  similares,  referidos  a  la 
autonomía procesal. 
 
1.10. TÉCNICAS DE PROCESAMIENTOS DE DATOS 
1.10.1. Fuentes 
Las fuentes son tres: 
 Normatividad constitucional, legal nacional e internacional. 
 Jurisprudencia nacional y extranjera. 
 Doctrina constitucional (fuente bibliográfica) 
 
1.10.2. Estructura de los instrumentos. 
 Intelectual,  consiste  en  la  serie  de  operaciones  racionales  
para comprender el contenido de las fuentes. 
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1.10.3. Técnico, que a su vez abarca: 
 La técnica de aprehender la fuente, comprende los 
procedimientos, manipulaciones para hacer la lectura útil para 
la elaboración de la tesis. 
 La técnica para retener los datos obtenidos, que viene a ser 
el sistema de registro y ordenamiento de la información para la 
redacción de la tesis. 
 La técnica del análisis documental, utilizando como 
instrumentos fichas textuales y de resumen, recurriendo como 
fuentes a libros especializados, publicaciones especializadas e 
internet, así como documentos oficiales. 
Uso de la biblioteca. 
Clasificación de los libros de Derecho. 
Clasificación por autor y título. 
Organización hemerográfica. 
Clasificación de la jurisprudencia, por órgano emisor, por años 
y por temas desarrollados. 
 
1.11. TÉCNICAS PARA EL ANÁLISIS DE DATOS 
 Métodos de interpretación jurídica 
 Métodos de interpretación constitucional
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CAPÍTULO II 
EL MARCO TEÓRICO 
2.1. DESARROLLO HISTÓRICO CONSTITUCIONAL 
“El marco del desarrollo histórico constitucional se remonta a tiempos de 
las civilizaciones de Grecia y Roma donde la idea de orden era 
materializada con la norma, lo que permitía que la comunidad conviva con 
límites de un orden establecido  por  su  organización  política,  no  
obstante  este  hecho  marco  la existencia de la organización de los 
poderes de una comunidad y de aquí parte la conceptualización de que un 
Estado se encuentra constituido y por consiguiente tenga  una  
constitución,  siglos  más  tarde  el  estudio  de  las  Civilizaciones  de 
Grecia y Roma trajeron consigo las formas de organización política y 
de esta forma el establecimiento de un orden para cada sociedad 
civilizada, tal y como se puede apreciar en Inglaterra, donde el 
otorgamiento de derechos y libertades para el pueblo surgió con la carta 
del Rey Juan de 1215, donde se establecía derechos para el pueblo de 
inglés. Así tenemos también en Francia, en el siglo XVIII con la venida de 
la Revolución Francesa que conllevo a la declaración de los derechos del 
Hombre y del Ciudadano, asimismo se encuentra la independencia 
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norteamericana, es a partir de dichos momentos que se diseña la limitación 
del poder  de  los  que  gobiernan,  que  necesita  a  su  vez  del  
reconocimiento  y  la garantía de la libertad de todo ciudadano, y estos 
reconocimientos debían de ser plasmados  a  través  de  normas  que  
materializan  una  Constitución” 3. 
 
“Bajo  el desarrollo de todos estos hechos la idea de constitución se 
encontraba vinculada con   la   de   un   Estado   de   Derecho   donde   se   
reconociera   los   derechos fundamentales de cada persona, y con   la 
realización de dicho Estado viene la concretización de la libertad, esta 
libertad era el punto de partida para el amplio reconocimiento de los 
derechos fundamentales que ostenta cada persona, tal y como afirmaba el 
propio Montesquieu… la preservación de la libertad, la constitución viene 
a cumplir- o al menos, a intentar cumplir- la inexcusable función de 
reconocimiento y garantía de los derechos”3, como señala Montesquieu 
el rol que cumple una Constitución, es establecer una carta fundamental 
donde no solo sea plasman letras sino derechos que son respetados en 
un Estado de Derecho, es decir esta Constitución debía velar por la 
protección de la libertad de cada hombre, lo que significa que la 
Constitución está por encima de los que gobiernan. 
 
Ahora bien, antes de iniciar con el tema de investigación es 
necesario abordar el proceso histórico de la idea de Constitución, este 
proceso estuvo lleno hechos que abarcan revoluciones, guerras y 
enfrentamientos, como ya lo referí la idea de una Constitución estaba 
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ligada a la presencia de un Estado de Derecho que hiciera cumplir los 
derechos de cada persona en un determinado territorio, es necesario  
precisar  que  en  el  marco  de  realización  de  las  Constituciones  de 
muchos países, el pueblo tuvo que alzarse hasta acabar con las 
monarquías o en su caso imperios, muchas monarquías no pudieron con 
tales alzamientos y fueron derrocadas, y a partir de dichos derrocamientos 
surgió el establecimiento de un Estado de Derecho que a su paso traería 
el establecimiento de una Constitución. Sin más preámbulos, pasaremos 
a ver como se desarrolló la Constitución en Europa, Norteamérica y 
América Latina. 
 
2.1.1. EUROPA 
2.1.1.1. Inglaterra 
La   monarquía   inglesa   expresaba   brotes   de   ciertos   derechos   
para   los ciudadanos ingleses así tenemos la Carta Magna del Rey 
Juan de 1215, la aplicación del término fundamental law y 
commonlaw, la petición de derechos de 1628 conocida como 
Petition of Rights, el Habeas Corpus Act de 1679 y finalmente  
Bill  of  Rights  de  1689,  este  último  ayudo  a  la  declaración  de  
los derechos de Francia y Norteamérica. A continuación pasaremos 
a describir cada uno de estos importantes brotes para observar el 
desarrollo constitucional de Inglaterra. 
 
En la Edad Media, a comienzos del siglo XIII, surge, la 
Carta Magna del Rey Juan en el año de 1215 es el primer texto que 
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supone una limitación del poder del monarca mediante el 
reconocimiento de ciertos o privilegios, en dicho texto se puede 
observar que en el primer principio establece “1) PRIMERO, Que 
hemos otorgado en el nombre de dios Thatwehavegrantedtogod, 
y por la presente Carta hemos confirmado para Nos y nuestros 
herederos a perpetuidad que la Iglesia inglesa sea libre, conserve 
todos sus derechos y no se vea menoscabada en sus libertades… 
que así queremos que sea observado resulta de hecho de que por 
nuestra libre voluntad, antes de surgir la actual disputa entre Nos y 
Nuestros barones, concedimos y confirmamos por carta la libertad 
de las elecciones eclesiásticas un  derecho  que  se  reputa  como  
el  de  mayor  necesidad  e importancia para la iglesia y la hicimos 
confirmar por el Papa Inocencio III, esta libertad es la que Nos 
mismo observamos y la que deseamos sea observada”3 
 
“in goodfaith por nuestros herederos para siempre jamás 
in perpetuity A todos los hombres libres de nuestro reino toall free 
men of kingdom hemos otorgado asimismo, para Nos y para 
nuestros herederos a título perpetuo, todas las libertades que a 
continuación se enuncian, para que las tengan y posean de Nos 
y de nuestros herederos para ellos y los suyos, a través de este 
primer principio lo que quiso conseguir la monarquía inglesa era 
dejar atrás la opresión del  poder  que  ejercía  la  Iglesia  Católica  
sobre  su  monarquía,  y  asimismo establecer la libertad de cada 
persona y dotarlo de derechos… esta Carta Magna establece 
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diversos privilegios o «derechos» que deben de acatar los barones, 
condes u  otras personas que tenga  tierras de la Corona,  como 
el respectivo impuesto que se le debe a la Corona, debo de 
señalar que sobre los impuestos que imponía no eran muy 
drásticos a diferencia de otras monarquías que fueron derrocadas 
por la imposición de absorbentes impuestos que obligaron al pueblo 
a alzar armas contra ellos, al poder leer esta Carta Magna me doy 
cuenta de una parte muy significativa que no se podía proceder 
con ejecutar alguna condena ante una persona libre sin que esta 
tuviera un juicio, tal y como se aprecia en su principio 39 que 
establece Ningún hombre libre podrá ser detenido o encarcelado o 
privado de sus derechos o de sus bienes, ni puesto fuera de la ley 
ni desterrado o privado de su rango de cualquier otra forma, ni 
usaremos de la fuerza contra él ni enviaremos a otros que lo hagan, 
sino en virtud de sentencia judicial de sus pares y con arreglo a la 
ley del reino”5, aunque los juicios no eran totalmente eficaces en 
ese entonces permitían que cada ciudadano recibiría justicia;   
debemos   aclarar   que   esta   Carta   fundamental   se   realizó   
con   la participación de un parlamento que estableció contacto 
con su pueblo y permitía de alguna manera limitar el poder 
absoluto de la Corona. Ahora que acabamos de observar este 
primer brote en el desarrollo constitucional de Inglaterra pasaremos 
al Segundo brote  de este desarrollo. 
 
10 
 
Este segundo brote, se originó con la segunda dinastía 
de la Casa Tudor, el conocido  rey  Enrique  VIII,  a  quien  se  le  
adjudica  la  utilización  del  término fundamental law (término al 
parecer tomado de Francia), este término consistía en los derechos 
que tenía el monarca como rey absoluto, la utilización de este 
término en ese tiempo era más de carácter político que jurídico, pero 
con el paso del tiempo este término dejo de ser entendido como los 
derechos exclusivos del Rey, pasando a constituir un término que 
engloba la definición de Constitución y producto de ello la 
Constitución de Inglaterra se conformó como una constitución 
rígida. El fundamental law no fue el único término que se utilizó 
durante esta dinastía, también apareció el término commonlaw que 
constituían los diferentes preceptos constitucionales que regirían 
a Inglaterra, es decir el  commonlaw significaba todos los 
Derechos Fundamentales que tenían primacía sobre otras normas 
de rango ordinario e incluso eran superiores a las normas emitidas 
por el Consejo del rey y el parlamento; la acuñación del término 
fundamental law y commonlaw implicaban la realización de los 
derechos fundamentales, y como consecuencia de ello la creación 
de una Constitución. Habiendo conocido de estos dos términos es 
hora de que pasemos con los siguientes brotes. Los dos brotes, 
que pasaremos analizar son la petición de derechos de 1628 
Petition of Rights y Habeas Corpus Act de 1679 (La Ley de 
Modificación del Habeas Corpus). El primero de estos brotes, la 
petición de derechos establecía la primacía de la Magna Carta de 
1215 la misma que reconocía las libertades de cada hombre de 
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Inglaterra, aparte de reconocer esta primacía, la Petition of Rights 
establece ningún hombre libre podrá ser condenado sin las 
formalidades de la justicia ordinaria, es decir todo ingles que fuera 
condenado merecía un juicio justo conforme a las leyes 
establecidas en el Reino, las costumbres que estén vigentes o a la 
ley del Parlamento, otro punto fundamental que estableció esta 
petición, fueron los crímenes cometidos por los soldados o 
marineros que trabajaban para el Reino, donde estipulan que estos 
no debían ser juzgados por leyes ordinarias sino por la leyes 
marciales; de todos los derechos que están previstos en esta 
Petition of Rights es la aclaración de los impuestos (benevolence) 
donde en su primer punto establece “que por la autoridad del 
parlamento, convocado en el vigésimo quinto año del reinado de 
Eduardo III, se declaró y estableció que en lo sucesivo nadie podría 
ser obligado a prestar dinero al Rey contra su voluntad, porque tal 
obligación era contraria a la razón y a las Libertades del Reino”6, y 
continuando con esta aclaración tenemos el décimo punto que a la 
letra sitúa “10) Con este motivo, suplican humildemente a Vuestra 
Excelentísima Majestad que nadie esté obligado en lo sucesivo a 
realizar la donación gratuita, a prestar dinero ni hacer una 
contribución voluntaria, ni a pagar impuesto o tasa alguna, salvo 
común consentimiento otorgado por Ley del Parlamento; que nadie 
sea citado a juicio ni obligado a prestar juramento,  ni requerido 
a realizar servicios, ni detenido, inquietado o molestado con 
motivo de dichas exacciones o de la negativa a pagarlas,  que 
ningún hombre libre sea detenido o encarcelado de la manera 
12 
 
antes indicada”7, estos dos preceptos establecían la libertad de 
cada hombre de no estar condicionado a dar dinero a la Corona, los 
preceptos anteriormente esbozados son los más resaltantes de 
la Petition of Rights. Ahora pasemos a desarrollar el Habeas 
Corpus Act de 1679, esta ley modificaba el habeas corpus, y a partir 
de esta modificación se establecía lo siguiente “Cuando una 
persona sea portadora de un habeas corpus, dirigido a un sheriff, 
carcelero o cualquier otro funcionario,  a favor de un individuo 
puesto  bajo  su  custodia,  y  dicho   habeas  corpus  se  presente  
ante  tales funcionarios, o se les deje en la cárcel, quedan obligados 
a manifestar la causa de esta detención a los tres días de su 
presentación (a no ser que la prisión sea motivada por traición o 
felonía mencionada inequívocamente en el  warrant) pagando u 
ofreciendo abonar los gastos necesarios para conducir al 
prisionero, que serán tasados por el juez o tribunal que haya 
expedido el habeas corpus, a continuación del mandamiento, y 
que no podrán exceder de doce denarios por cada milla, y 
después de haber dado por escrito la seguridad de pagar 
igualmente los gastos necesarios para presentar de nuevo al 
prisionero, si ha lugar, así como la garantía de que éste no se 
escapará en el camino, así como remitir dicha orden, y volver a 
presentar al individuo ante el Lord Canciller o ante el funcionario del 
orden judicial que haya de entender la causa, a tenor de dicho 
mandamiento. Este plazo de tres días es aplicable solamente en 
el caso de que el lugar de la prisión no diste más de veinte millas 
del tribunal o lugar en que residen los jueces. Si la distancia excede 
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de las veinte millas y no pasa de las cien, el carcelero y los 
demás empleados tendrán diez días de término, y si pasa de cien 
millas, veinte días”9, el habeas corpus constituía un mandamiento 
que por la presente ley tenía que ser atendida en los plazos 
descritos anteriormente y si en su defecto no eran atendidos 
conforme a ley, el funcionario que incumpliera este mandato tendría 
que pagar una infracción dependiendo de la gravedad que generó 
al no atender dicho mandamiento. 
 
Pasaremos a tocar el último de los brotes mencionados del 
constitucionalismo inglés, el Bill of Rights de 1689, esta declaración 
fue constituida por el parlamento y los príncipes de Orange, esta 
declaración establecía nuevamente las libertades y derechos que 
fueron socavados por el Rey Jacobo II, estas supresiones 
constituyeron la usurpación  del  ejercicio  de  poder  del  
Parlamento, encarcelamiento de muchas personas que se negaban 
a  acatar los órdenes del Rey Jacobo II, el irrumpimiento de la 
independencia de la Iglesia de Inglaterra, así como otras tantas 
leyes que limitaban la libertad de cada hombre tal y como 
estaba dispuesta en la Carta Magna de 1215. Esta declaración 
restituyo estas libertades y derechos de la siguiente forma: 
1. Que  el  pretendido  poder  de  suspender  las  leyes,  o  su  ejecución,  
por  autoridad real, sin el permiso del Parlamento, es ilegal. 
2. Que  el  pretendido  poder  de  dispensar  las  leyes,  o  su  ejecución,  
por autoridad real, como ha sido usurpado y ejercido en el pasado 
es ilegal. 
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3. “Que la Comisión para erigir el último Tribunal de causa 
eclesiásticas, así como  todas  las  demás  Comisiones  y Tribunales  
de  igual  naturaleza,  son iguales y perniciosas”1. 
4. “Que la recaudación de dinero para la Corona y para uso, so 
pretexto de prerrogativa, sin el consentimiento del Parlamento, por 
un tiempo más largo o en forma distinta de aquélla que haya sido o 
sea decretada, es ilegal”1 
5. Que es un derecho de los súbditos presentar peticiones al Rey, 
siendo ilegales las prisiones y procesamientos de los peticionarios. 
6. Que el reclutamiento y sostenimiento de un ejército en el reino en 
tiempo de paz, sin el permiso del Parlamento, son contrarios a la 
ley. 
7. Que los súbditos protestantes pueden tener para su defensa armas, 
conforme a su condición, y en la forma permitida por la ley. 
8. Que la elección de los miembros del Parlamento debe ser libre. 
9. “Que  la  libertad  de  expresión,  discusión  y  actuación  
parlamentarias  no pueden ser juzgadas o cuestionadas ante 
tribunal alguno, y en ningún lugar que no sea el Parlamento 
mismo”. 
10. Que no pueden exigirse fianzas exageradas ni multas excesivas, ni 
imponerse penas crueles e inusuales. 
11. “Que la lista de los jurados elegidos debe ser constituida en buena 
y debida forma, que los jurados que decidan de la suerte de las 
personas en las cuestiones de alta traición deben ser propietarios 
libres”. 
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12. Que las concesiones o promesas de multas y confiscaciones 
hechas a otras personas antes de que exista convicción, son 
ilegales y nulas. 
13. Y que para remediar todas esas quejas y agravios reformar las 
leyes y procurar su observancia, los Parlamentos deberán reunirse 
con frecuencia”9  
 
Los derechos anteriormente citados constituían los derechos 
fundamentales que ya se encontraban descritos en la Carta Magna 
del Rey Juan, así como otras declaraciones que establecían 
derechos fueron restituidos en su integridad por la declaración de 
Bill of Rights, asimismo el Parlamento quería recuperar su poder y 
de  esta  forma  dar  límites  al  exceso  de  poder  de  la  monarquía.  
Con  esta declaración estaríamos acabando con los brotes más 
principales de Inglaterra. 
 
El proceso de desarrollo histórico constitucional de Inglaterra 
dio origen al establecimiento pleno de un Parlamento que estaba 
encargado de la elaboración de leyes así como la supervisión del 
poder de la Corona Inglesa, asimismo a la monarquía inglesa 
mantuvo su poder porque respetaba los derechos de cada 
ciudadano, no era una monarquía que tenía excesos tal y como se 
aprecia con la Carta Magna de 1215, esta carta fundamental era 
denominada como la «Magna Carta de las Libertades de Inglaterra» 
y esta denominación era la correcta para esta Carta porque a partir 
16 
 
de la creación de esta se empezó a acuñar la expresión de cada 
persona es libre y como tal tiene derechos, luego de este hecho 
surgieron más  declaraciones  que  consolidaban  más  libertades  y 
derechos,  así  como  la aparición de un juicio justo antes de ser 
condenado, y el mandato de habeas corpus que a la presentación 
de este permitía saber porque motivos eras detenido; muchas de 
estas figuras que se desarrollaron durante la época medieval de 
Inglaterra influenciaron a la época contemporánea, permitiendo que 
se tuviera una idea firme sobre Constitución y sobre los derechos 
fundamentales. Se debe reconocer que Inglaterra a diferencia de 
Francia no tuvo una ruptura total de la monarquía con el pueblo, 
es por tal que esta Monarquía supo cómo limitar su poder y no 
caer en excesos y no ser derrocada de manera violenta, 
muchos tratadistas refieren que Inglaterra se constituyó sobre el 
cimiento de principios garantistas de libertad, y esto gracias a la 
participación de un Parlamento que no era subyugado al poder de 
la Corona inglesa. 
 
En síntesis podemos concluir afirmando que el conjunto de 
cuerpos constitucionales descritos anteriormente nos dan a conocer 
que Inglaterra no tiene una Constitución escrita sin embargo la 
acumulación de estas leyes mantienen las libertades  y  derechos  
del  pueblo  inglés;  se  encuentra  además  que  Inglaterra aporta 
al mundo el sistema parlamentario, que no solo ha tenido gran 
influencia en distintos países de Europa, sino también en distintas 
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constituciones del mundo pero no solo dio estas grandes 
aportaciones al mundo, sino además la concepción de diferentes 
principios garantistas y derechos fundamentales de un Estado de 
Derecho, así como la prevalencia de las libertades y derechos 
superiores a la monarquía. 
 
2.1.1.2. Francia 
El surgimiento del desarrollo constitucional en Francia es 
totalmente diferente al de Inglaterra, ya que surgió en un proceso 
revolucionario. Con la revolución de 1789; Francia sufrió una 
ruptura entre poder que ejercía el régimen monárquico y el poder 
que quería ejercer el pueblo, este proceso conllevó a que la idea de 
constitución conceptualizada jurídicamente establezca los derechos 
naturales imprescriptibles de cada hombre. 
 
El desarrollo constitucional en Francia, puede ser apreciado 
en los fundamentos doctrinales de Montesquieu, Rosseau y 
Sieyés. El primero de los fundamentos, que afirmaba Montesquieu 
era la idea del diseño de la separación de poderes que, si bien es 
posterior a la de Locke, era mucho más acabada que el de éste, por 
cuanto Montesquieu hacía referencia al Poder Judicial, por otra 
parte tenemos el fundamento de Rosseau, quien realiza una 
aportación al concepto contemporáneo de  ley,  asimismo  también  
a  los  conceptos  de  democracia  y  de  la  soberanía popular 
(siendo estas dos ideas una defensa radical para la democracia 
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directa), y por último tenemos el fundamento de Sieyés el cual se 
refiere a la soberanía nacional, este fundamento tuvo más éxito 
práctico en su aplicación sobre todo en el siglo XIX, donde aparece 
ayudando a las ideas de Parlamento y a la concepción del órgano 
encargado que debe  de  expresar la voluntad nacional.  Estos 
tres fundamentos aportaron al mundo las ideas de separación de 
poderes, el sistema parlamentario, la limitación del poder del Rey y 
sobre todo la idea del reconocimiento de derechos a todos los 
ciudadanos. 
 
Durante la Revolución Francesa, se dio la aparición de la 
Asamblea Nacional, la cual tenía por finalidad subyugar el poder de 
la monarquía, aunque este poder se mermó, Francia pasó de ser 
una monarquía absoluta a una monarquía constitucional, está 
última monarquía si bien establecía una nueva forma de gobierno, 
llevaba también consigo el reconocimiento pleno de los derechos 
naturales  de  cada  hombre,  estos  derechos  fueron  instituidos  
a  través  de  la Declaración de los derechos del hombre y del 
Ciudadano del 26 de agosto de  1789, esta declaración proclama 
antes que nada, los derechos fundamentales de cada  hombre  tal  
y como  se  tiene  en  su  artículo  primero  que  establece  “Los 
hombres nacen y permanecen libres e iguales en derechos. Las 
distinciones sociales  sólo  pueden  fundarse  en  la  utilidad  común,  
este  primer  artículo introduce el derecho de la libertad e igualdad 
de cualquier hombre, por otra parte el segundo artículo establece… 
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el objetivo de toda asociación política es la conservación de los 
derechos naturales e imprescriptibles del hombre, estos derechos 
son. La libertad, la propiedad, la seguridad y la resistencia a la 
opresión, este segundo artículo implica que el fin de la monarquía 
constitucional y cualquier otra que descendiera de está velaría por 
el cumplimiento de la preservación de los derechos naturales del 
hombre. Básicamente el producto neto de la Revolución Francesa 
fue la Declaración de los derechos del hombre y del Ciudadano 
(aunque esta declaración contenía solo 17 artículos) que gracias a 
esta declaración aparece la elaboración de las leyes naturales, que 
para muchos juristas constituiría de cierta forma la primera 
regulación de leyes constitutivas… estas leyes naturales consistían 
por una parte en ser normas absolutamente inviolables, y por otra 
parte eran principios constitutivos (le plus grand, le plus noble et 
le plus splendideroyaumede la terre), estas leyes naturales se 
referían al ejercicio y transmisión de la prerrogativa real, teniendo 
un carácter inmutable, es decir ni siquiera podían ser abolidas ni 
abrogadas por la decisión del rey” 3. 
 
Antes de la revolución se trataba de tener el control 
jurídico de Francia pero a su vez también tratar de limitar el poder 
del Rey, aunque esta declaración fue el gran paso en la 
realización de textos históricos constitucionales de Francia, se 
tuvo  un  primer  texto  histórico,  que  después  de  dos  años  de  
                                                         
3 DÍAZ REVORIO, Javier F. Ob. cit. p. 127. 
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la  Revolución Francesa asentó la idea de Constitución en Europa, 
así tenemos a la Constitución de 1791, está Constitución aunque 
estaba ligada al término de monarquía constitucional, establecía sin 
embargo la separación de los poderes, y limitaba totalmente el 
poder de las bases del sistema monárquico. Los principales 
Títulos de la Constitución de 1791, como el primer Título donde se 
dispone la supremacía de la garantía de los derechos 
fundamentales de cada hombre; por otra parte en el Título III Los 
Podres Públicos, se establece las funciones y atribuciones del 
Poder legislativo, un ejemplo es el artículo 3, que a la letra sitúa “El 
poder Legislativo se delega en una Asamblea Nacional compuesta 
por representantes temporales, libremente elegidos por el pueblo, 
para ser ejercido por ella, con la sanción del Rey, de la manera que 
después se determinará, está Asamblea Nacional era elegida por 
las Asambleas primarias, y estas a su vez eran escogidas por los 
ciudadanos franceses, que debían cumplir ciertos requisitos 
establecidos en la propia Constitución, a parte del derecho de libre 
elección de las autoridades que instituyó la presente Constitución, 
se tenía también como una función principal de esta Asamblea 
Nacional, la creación de leyes, siempre y cuando estas no 
infringieran   las   leyes   naturales   (leyes   fundamentales)   
establecidas   en   la Declaración de los derechos del hombre 
y del Ciudadano y en la Constitución, la creación de estas leyes 
pasaban por la revisión del Poder ejecutivo (el Rey), claro  que  solo  
se  necesitaba  de  la  revisión  del  Rey  solo  para  que  fuera 
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promulgada y ejecutada más no para que fuera prohibida por el 
mismo, asimismo” 4 
“La Constitución de 1791 establecía que el Rey no tenía 
poder para crear leyes, tal y como se aprecia del artículo 6° del 
Capítulo IV Del Ejercicio del poder Ejecutivo, de la Sección I De 
la promulgación de las leyes, que establece el Poder ejecutivo no 
puede elaborar ninguna ley, ni siquiera provisional, solamente 
proclamas de conformidad con la leyes para ordenar o recordar su 
ejecución, claramente este articulo prohíbe de forma absoluta el 
poder de creación de leyes del Rey limitándolo solo a la 
promulgación de las mismas. Después de la Constitución 1791 se 
dio la reforma de la misma mediante acta constitucional donde  
se  establecía  la  Constitución  de  1793,  la  misma  que  también  
seria reformada años más tarde”5 
 
En suma podríamos concluir afirmando que el objetivo 
fundamental de la Revolución Francesa era el reconocimiento de 
los derechos fundamentales del Hombre en base a la «Declaración 
de los derechos del hombre y del Ciudadano» muchos pueblos 
buscaron su libertad como hombres, muchas colonias influidas 
por esta declaración pedían el reconocimiento de los derechos 
naturales, así como el  socavamiento  del  mal  ejercicio  del  poder  
                                                         
4 DÍAZ REVORIO, Javier F. Ob. cit. p. 135. 
5 Ibídem, p. 152. 
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que  conllevaba  muchas  veces  a infringir las libertades y derechos 
de cada hombre y ridiculizarlo como ser humano. Aunque ya 
citamos en la primera parte que el desarrollo constitucional de 
Francia y  de  Inglaterra  fue  diferente  cabe  colegir  ciertas  
diferencias  más,  como  por ejemplo  el  derecho  de  propiedad  de  
cada  hombre  y el  Poder  Legislativo,  en Francia, la Asamblea 
Nacional contaba con mucho más peso que el Parlamento de  
Inglaterra,  ya  que  este  se  emanaba  netamente  del  pueblo  y  
podía  ser derrocado por el mismo, en cambio en Inglaterra el 
Parlamento todavía seguía la suerte  de  las  bases  del  sistema  
monárquico  y  no  tanto  del  pueblo,  estas diferencias hacen que 
el proceso de desarrollo constitucional sea distinto en cada país 
asimismo sus textos históricos constitucionales tenga diferente 
relevancia. 
 
2.1.1.3. España 
En España, la primera Constitución que constituyo “[L]a piedra 
fundacional del liberalismo y del Estado de derecho fue la mayor 
influencia para las corrientes independentistas americanas”14, fue la 
Constitución de Cádiz de 1812 (llamada popularmente como «La 
Pepa»), esta Constitución, surgió como consecuencia de la 
invasión de las tropas napoleónicas a diferentes regiones de 
España, es por tal motivo que se decide crear una Constitución que 
pueda afianzar la soberanía nacional, claro que esta Constitución 
no se pierde el poder monárquico, incluso el Rey posee iniciativa 
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legislativa y derecho de veto; a parte de esta Constitución, España 
tuvo una más la de 1931 esta era mucho más completa ya que 
tomaba la figura de la Constitución de Austria de 1920, donde ya 
se veía el establecimiento del control de constitucionalidad por 
parte de Tribunales o Cortes Constitucionales que velarán por el 
cumplimiento de la constitucionalidad del Estado. Esta última 
Constitución  no  duró  por  mucho  tiempo  a  consecuencia  de  
la  guerra  civil Española.6 
 
2.1.1.4. Alemania 
En Alemania, el desarrollo constitucional estuvo marcado por los 
eventos ocurridos durante el auge del Partido Nazi, así tenemos la 
Constitución del Imperio (Reich) Alemán de 1919, conocida 
comúnmente como la Constitución de Weimar, esta constitución es 
un texto «moderno», que anticipa muchos elementos propios del 
constitucionalismo del siglo XX, estableciendo conceptos como 
República federal, los principios innatos del Estado social, así 
como los diferentes derechos al trabajo, a la salud, a la educación 
que por intermedio de esta Constitución son reconocidos como 
derechos sociales; y por último tenemos el reconocimiento del uso 
de la propiedad que ha de constituir al tiempo un servicio para el 
bien común, está Constitución se convirtió en el primer texto del 
constitucionalismo social democrático  europeo;  cabe  señalar  
                                                         
6 MAÚRTUA ROMAÑA de, Oscar. “Rumbo al Bicentenario- La Primera Piedra Liberal”. CARETAS. 
2012, N° 2223, p. 42-44. 
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además  que  la  Constitución  de  Weimar instauró el Tribunal del 
Estado del Reich, como lo establece en su artículo 19° “El Tribunal 
de Estado Reich alemán decidirá a requerimiento de una de las 
partes contendientes, cuando no sea competente otro Tribunal del 
Reich, en los casos de disputas de constitucionalidad dentro de un 
Estado que no posea un Tribunal apropiado para su resolución, así 
como en los conflictos, que no sean de derecho privado suscitadas 
entre distintos Estados, o entre el Reich y un Estado. El presidente 
del Reich ejecutará el fallo del Tribunal del Estado”, aunque este 
Tribunal no tenía las mismas características y el mismo desarrollo 
constitucional que aparecería con la Constitución de Austria de 
1920, asentaba las bases para que en adelante el Tribunal Federal 
Alemán constituya un tribunal europeo sólido. Si bien la 
Constitución de Weimar se dio dentro de los principios 
democráticos surgió una ruptura cuando el partido nazi tomo el 
poder del Imperio Alemán, y dicho texto quedó en el olvido. 
Aunque muchos juristas europeos refieren que una de las causas 
que conllevo a la toma del poder del partido nazi y la dictadura de 
Hitler, apuntan al carácter flexible de esta Constitución, 
establecida en el artículo 48° que señalaba: 
 
“Si un estado no cumpliese con sus obligaciones conforme a 
lo dispuesto en la Constitución o en una Ley del Reich, el Presidente 
del Reich puede hacérselas cumplir mediante las fuerzas armadas, 
si la seguridad y el orden públicos se viesen gravemente alterados 
o amenazados, el Presidente del Reich podrá adoptar las medidas 
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necesarias para el restablecimiento de la seguridad y orden 
públicos, utilizando incluso las fuerzas armadas si fuera necesario. 
A tal fin puede suspender temporalmente el disfrute total o parcial 
de los derechos fundamentales recogidos en los artículos 114, 115, 
117, 118, 123, 124, y 153… el Presidente del Reich está obligado a 
informar inmediatamente al Reichstag de la adopción de todas las 
medidas tomadas conforme a los apartados 1 o 2 de este artículo, 
las medidas deberán ser derogadas por el Reichstag… en el caso 
de peligro por demora, el Gobierno de cualquier Estado puede 
adoptar provisionalmente medidas de carácter similar a las referidas 
en el apartado 2. Las medidas deberán ser derogadas a petición del 
Reichstag o del Presidente del Reich, el resto será determinado por 
una Ley del Reich” 
 
Por tal artículo, se dice que este texto legislativo tendría de 
forma implícita, una concesión   de   amplios   poderes   otorgada   
al   Presidente   del   Reich,   y   en consecuencia dejó al Imperio 
Alemán indefenso, y sin contar con ningún mecanismo jurídico que 
pudiera impedir el ascenso de partidos políticos como los nazis, sin 
embargo tal vez no fue culpa del texto constitucional, sino por el 
proceso de evolución de los fenómenos sociales de ese entonces 
la crisis económica, política y social que pasaba Alemania en ese 
tiempo. 
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“Después de la caída del partido nazi y de Hitler, Alemania 
se dividió en dos, en Alemania Occidental y Oriental, la primera tras 
el caos devenido por la segunda guerra mundial, decidió establecer 
nuevamente los derechos instituidos en la Constitución de Weimar, 
esto lo realizó a través de la Ley Fundamental de la República 
Federal de Alemania del 23 de mayo de 1949, aunque esta ley toma 
los principios que ya se encontraban en la Constitución de Weimar 
decide cambiar las facultades otorgadas al Presidente, 
convirtiéndolo tal solo en una figura representativa, y como lo señala 
en su artículo 55° 1) El Presidente Federal no podrá pertenecer ni 
al gobierno ni a un órgano legislativo de la federación o de un Land”, 
de esta manera se limita el poder de regulación del Presidente o de 
poder intervenir en el Poder legislativo, de esta forma Alemania 
Occidental reconstruye todas las libertades individuales y los 
derechos infringidos durante la dictadura  de  Hitler.  Los  dos  
textos  históricos  que  acabamos  de  esbozar constituyente la 
creación constitucional más importante de Alemania.7 
 
2.1.1.5. Austria 
Es necesario destacar primigeniamente la labor de la Constitución 
Austriaca de 1920, ya que gracias a la misma, se deslumbró el 
control de la Constitucionalidad a través de un órgano especial que 
no estuviera sujeto a ningún poder del Estado o República, y de esta 
                                                         
7 Ibídem,  p. 378. 
27 
 
forma permitir el cumplimiento de la Constitución sin que ningún 
poder desembocar sus excesos, la cooperación en la creación de 
esta Constitución se debe a Hans Kelsen, cuando se aprecia el 
texto normativo a simple vista se puede ver que presenta ciertas 
influencias de Kelsen, en especial lo aportado en el artículo 137 la 
instauración de un Tribunal Constitucional, que de acuerdo al 
artículo 140 estaría a cargo del control de constitucionalidad de 
las leyes federales y regionales que pueden infringir a la 
Constitución, con este adelanto en pleno siglo XX se permitió ver 
más a fondo el Derecho Constitucional, y además la Constitución 
ya no era un simple texto que podría quedar mermado en cualquier 
momento; más adelante tocaremos este tema a fondo. 
 
2.1.2. Norteamérica 
El desarrollo constitucional en Norteamérica tuvo grandes influencias de 
las ideas provenientes de Francia e Inglaterra, tal y como se despliega de 
los escritos propios de El federalista, estas influencias estuvieron 
marcadas por las ideas de Locke,   el   iusnaturalismo   racionalista,   y   de   
Montesquieu,   sin   embargo Norteamérica realizó sus propias creaciones 
constitucionales, así tenemos entre ellas, la Declaración de 
Independencia de 1766, La Declaración de los Derechos de Virginia, 
Constitución de los Estados Unidos de América de 1787, y Bill of Rights 
las diez primeras enmiendas de 1791. 
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En primer punto la Declaración de Independencia de 1766, es el 
pleno reconocimiento que hacen las trece colonias de Gran Bretaña como 
Estados libres e independientes del yugo de la monarquía inglesa, por lo 
cual establecen su libertad como Estados libres, esta declaración 
constituye la expresión del reconocimiento de independencia de las trece 
colonias para luego conformarse como Estados federales, esta 
declaración influyó en las ideas de independencia de diversas colonias 
del Mundo. 
 
En segundo punto tenemos La Declaración de los Derechos 
de Virginia de 1776, en esta declaración si se presentan los derechos 
fundamentales, y está establece “Declaración de derechos hecha por los 
representantes del pueblo de Virginia, reunidos en convención plena y 
libre, como derechos que pertenecen a ellos  y  a  su  posterioridad  como  
base  y  fundamento  de  su  Gobierno,  esta premisa fue expresada como 
la voz de una de las trece colonias que propagaba la independización total 
de las otras colonias, los derechos que proclamaba esta declaración son 
la libertad e igualdad de hombre, la libertad de expresión, la libertad de 
religión y las bases del sistema de Gobierno (Poder legislativo, Poder 
ejecutivo  y judicial), esta declaración busca el  reconocimiento de  
losderechos fundamentales para poder dejar de verse como colonias y 
pasar a ser vistos como Estados; algunos historiadores afirman que esta  
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declaración tuvo una influencia en la Declaración de los derechos del 
hombre y del Ciudadano de Francia”8 
 
El tercer punto es la «Constitución de los Estados Unidos de 
América de 1787», esta Constitución considerada como la primera 
Constitución contemporánea escrita, es la única que ha perdurado en 
vigor más de doscientos años, claro que la fecha se han efectuado 
algunas modificatorias o incorporaciones, pero preserva su  esencia,  esta  
Constitución  refrenda  las  libertades  y  derechos  de  cada ciudadano 
norteamericano (entre ellos tenemos el derecho al voto, la mayoría de 
edad, etc.), asimismo establece las funciones y atribuciones del Poder 
legislativo, ejecutivo  y judicial, ahora  bien lo  que  más resaltó de esta 
constitución  es lo establecido en el segundo acápite del Articulo Seis, 
que establece “[e]sta Constitución, y las leyes de los Estados Unidos que 
se expidan con arreglo a ella, y todos los tratados celebrados o que se 
celebren bajo la autoridad de los Estados Unidos, serán la suprema ley del 
país y los jueces de cada Estado estarán obligados a observarlos, a pesar 
de cualquier cosa en contrario que se encuentre en la Constitución o las 
leyes de cualquier Estado”19, por intermedio de la interpretación de este 
articulo sale a relucir la figura denominada judicial review, está figura fue 
una de las primeras creaciones jurisprudenciales más resaltantes de la 
Corte Suprema de Norteamérica, por la cual a través de una sentencia de 
esta Corte se establece la supremacía de la Constitución sobre otras leyes 
                                                         
8 DÍAZ REVORIO, Javier F. Ob. cit. p. 95. 
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de rango inferior, estableciendo de esta manera el juicio de que nadie 
puede pasar por  encima  de  la  Constitución  y todo  mandato  debe  de  
obrar  conforme  a  la Constitución, (esta figura será desarrollada más 
adelante a plenitud). 
 
El cuarto punto es «Bill of Rights»,  donde se establecen las 
diez primeras enmiendas de Norteamérica que modifica la Constitución 
de 1787, estas enmiendas constituyen la aceptación de los derechos 
fundamentales que le asiste al ciudadano norteamericano, entre estos 
tenemos la libertad, la igualdad, la libertad  de  expresión,  la  inviolabilidad  
de  domicilio,  el  derecho  a  un  debido proceso, el derecho al voto, etc., 
aunque la mayoría de esta enmiendas engloban casi todos los derechos 
fundamentales, la novena enmienda establece que “No por el hecho de 
que la Constitución enumera ciertos derechos ha de entenderse que  niega  
o  menosprecia  otros  que  retiene  el  pueblo”20,  esta  enmienda  deja 
abierta la posibilidad del reconocimiento de otros derechos fundamentales 
que no se encuentren instituidos por en la Constitución, estableciendo 
que no dejan de ser   derechos   fundamentales   aunque   no   se   
encuentren   en   dicha   carta fundamental; no solo fueron diez enmiendas 
las que modificaron la Constitución de 1787 se aumentaron diecisiete 
enmiendas más. A parte de estos cuatro principales textos históricos 
constitucionales tenemos también la creación del sistema de «checks and 
balances», un sistema de frenos y contrapesos, esta doctrina estima la 
existencia de una distribución equitativa de las funciones y una plural 
fiscalización intra y extra órganos, el objetivo de este sistema es linear el 
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exceso de poder en el que pueden incurrir los poderes estatales; este 
sistema es un gran aporte al sistema de gobierno. 
 
Finalmente   podemos   inferir   que,   el   proceso   histórico   
constitucional   de Norteamérica fue muy particular aunque haya adoptado 
ciertas figuras de Europa,  no dejo de crear un sistema íntegro y específico 
para poder regirse, y una parte muy importante de sus creaciones durante 
este proceso son la forma de gobierno presidencialista, el federalismo y 
por supuesto la institución de la garantía jurisdiccional de la Constitución, 
a través de la «judicial review», esta figura estableció  la  supremacía  
jurídica  de  su  Constitución  sobre  otras   normas ordinarias. Los textos 
históricos constitucionales detallados anteriormente aportan en la época 
contemporánea un avance extenso de los términos de supremacía jurídica, 
federalismo y garantías jurisdiccionales. 
 
2.1.3. América Latina 
El surgimiento constitucional en América latina se desarrolló a través de 
un proceso revolucionario, ya que la mayoría de los países 
latinoamericanos eran colonias de grandes monarquías como España y 
Portugal, aunque este proceso estuvo aglomerado de muchos eventos 
como la Revolución Francesa, la independización de Norteamérica y la 
Constitución de Cádiz, esta última en particular ayudo al grito de libertad 
de muchos países latinoamericanos. La experiencia de la revolución 
francesa y la independización de Norteamérica permitieron que los países 
latinoamericanos optaran por formación de Repúblicas con formas de 
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gobierno presidencialistas, así como también la formación de Estados 
federales, la experiencia de dichos procesos históricos trajo consigo la 
necesidad de una Constitución para las ex colonias, y de esta forma 
constituirse como Estados independientes y libres. 
 
A influencia de la Declaración de los Derechos del Hombre y del 
Ciudadano en la comunidad hispana origino el reconocimiento de los 
derechos fundamentales que más tarde serían conocidos como derechos 
de primera generación, y luego en siglo  XX  los  países  latinoamericanos  
conocerían  los  llamados  derechos  de segunda y tercera generación, lo 
que hace que muchas de las Constituciones en América Latina conformen 
principios más sólidos y un derecho constitucional más acabado. Los 
rasgos definitorios respecto al desarrollo constitucional en Latinoamérica  
se  encuentran  fuertemente  influenciadas  por  Francia  y Norteamérica 
en razón a que a lo largo de la historia estos dos países pasaron de ser 
monarquías absolutas aun Estado de Derecho, también se tuvo la 
influencia de España en razón a que la Constitución de Cádiz era 
propiamente en el idioma castellano lo cual permitía que muchos países 
colonizados lo difundan más rápido. Para empezar con el desarrollo del 
constitucional de América Latina tocaremos tres de los países más  
resaltantes. 
 
2.1.3.1. Argentina 
En particular Argentina estuvo influenciada por el 
constitucionalismo norteamericano con el desarrollo de la 
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independencia de las Trece Colonias, una de las características que 
ya que anotamos en párrafos anteriores es que Norteamérica opta 
por un sistema puramente presidencialista y federal, es así que 
Argentina copiando totalmente el sistema norteamericano, se 
constituye a través de la Constitución de 1853, como una República 
federal con un sistema presidencialista (artículo 71 al artículo 77). 
Como se puede apreciar, este texto contiene  una  lista  
relativamente  extensa  de  derechos  y  principios  básicos 
(Capitulo  Único  «Declaraciones,  derechos  y  garantías»);  
establece  el sostenimiento por el Gobierno de la religión católica, 
acaba con la esclavitud, diseña un Poder legislativo bicameral para 
permitir la representación de las provincias, y un Poder Ejecutivo de 
corte claramente presidencialista, este texto fundamental acoge 
algunos de los elementos que son prácticamente constantes en 
el constitucionalismo de América Latina. La vigencia de esta 
Constitución en Argentina ha sido muy prolongada, llegando casi a 
la actualidad, claro que con numerosas reformas; sin embargo 
mantiene la redacción originaria, resaltando el sentido histórico de 
su creación. 
 
2.1.3.2. México 
El proceso de desarrollo constitucional en México surgió en plena 
Revolución, y fruto  de  este  proceso  es  la  Constitución  de  
Querétaro  de  1917,  este  texto mexicano trata de incorporar ciertos 
logros y fines de la Revolución, e inicia así la lista de las 
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Constituciones «sociales», con la inclusión de detallados preceptos 
en materia laboral, de previsión social  o de propiedad.  Estamos 
en los orígenes constitucionales del Estado social, y partir de esta 
inclusión se convierte en la primera Constitución que reconoce los 
derechos sociales (dos años antes que la Constitución de Weimar). 
Un mérito resaltante de esta Constitución es el reconocimiento de 
la institución del amparo a través de su artículo 107 que establece 
“1) El juicio del amparo se seguirá siempre a instancia de parte 
agraviada; la sentencia será siempre tal, que sólo se ocupe de 
individuos particulares, limitándose a ampararlos y protegerlos en el 
caso especial sobre el que verse la queja”, este articulo alude 
específicamente que la institución del  amparo estará ante la 
violación de  los derechos y garantías individuales que reconoce 
dicha Constitución, gracias a la incorporación de esta institución 
otros Estados en América y en Europa la introducen. Otro mérito 
de este texto de 1917 es haberse mantenido vigente, aunque 
posteriormente ha sido objeto de numerosas reformas, llegando a 
ser a la actualidad 532 reformas. 
 
2.1.3.3. Perú 
El Perú estaba en el corazón de la lucha por la libertad e 
independencia, es así que a partir del 28 de julio de 1821, se conoce 
al Perú como República, a lo largo de la historia constitucional 
peruana se tiene que se crearon doce Constituciones, todas estas 
siguieron un proceso de evolución en etapas, es por eso que al 
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hablar de estas doce Constituciones debemos de fraccionarlas en 
etapas que nos permitan alcanzar un análisis completo. 
 
La primera etapa constitucional, es la influencia de la 
Constitución de Cádiz de 1812, que cubre los periodos de 1821 a 
1932; la segunda etapa es cuando el control de constitucionalidad  
y legalidad de las normas es delegada al  Poder Judicial a través 
de la acción popular, este periodo estuvo comprendido durante 
los años de 1933 a 1935; la tercera etapa constitucional es cuando 
adopta el control de constitucionalidad americano, esto 
comprendido durante los periodos de 1936 a 1979; la última y cuarta 
etapa adopta un modelo de control de constitucionalidad igual que 
la tercera etapa, este periodo es comprendido desde 1980 hasta 
la actualidad con la Constitución de 1993; ahora bien pasemos a 
desarrollar rápidamente cada una de estas etapas. 
 
La primera etapa, es la influencia de la Constitución de 
Cádiz de 1812, es así que las Constituciones peruanas de 1821 
hasta 1932 acogían los preceptos establecidos por dicha 
Constitución, claro que la única excepción fue la Constitución 
peruana de 1856; las constituciones de 1821 a 1932 reconocieron 
los mismos derechos, libertades, garantías, y el mismo 
funcionamiento del Senado, lo que a simple luz indica que no se 
tuvo una expresión propia del sentido histórico constitucional 
peruano ya que estas constituciones no establecían una adecuación 
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precisa  para  la observancia  de la  propia Constitución  y de  los 
derechos que protege la misma, se tiene que estas Constituciones 
dieron un peso excesivo a la labor del Poder Legislativo, en tal 
sentido establecían que el Poder Legislativo como  primer  poder  
del  Estado  era  el  único  que  podía  interpretar,  revisar  y modificar 
la constitucionalidad y legalidad de las normas por tanto solo podían 
ser modificadas por él mismo, sin embargo la Constitución de 1856 
se aparece como un precursor innovador que rompió el esquema 
de las citadas constituciones, de tal suerte invoca en su artículo 10, 
“Es nula y sin efecto cualquier ley en cuanto se oponga a la 
Constitución. Son nulos igualmente los actos de los que usurpen 
funciones públicas y los empleos conferidos sin los requisitos 
prescritos por la Constitución y las leyes”21, como afirman los 
autores Jorge Danós y Martha Sousa que  aluden  que  fue  “la  
primera  y,  finalmente  la  única  norma  de  rango constitucional 
que antes de la Constitución de 1979 consagró en forma expresa 
e inequívoca, el principio de que sería inválido todo acto 
legislativo dictado en contravención de las normas 
fundamentales”22, sin embargo en 1860 se propone reformar dicho 
artículo y eliminar la primera parte, la que establecía que Es nula 
y sin efecto cualquier ley en cuanto se oponga a la 
Constitución, en razón a que este articulo dejaba abierta la 
posibilidad de que cualquiera pueda pedir la nulidad de una ley, en 
consecuencia no era factible que alguien que no fuera el cuerpo 
legislativo lo haga,  y según este fundamento el Congreso opto 
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por la eliminación de la primera parte de dicho artículo. En la 
segunda etapa, se ve a la Constitución de 1933 con algunos 
rezagos de la Constitución de Cádiz de 1812, empero en su artículo 
133 acoge la institución de la acción popular, por intermedio de la 
cual se podía acudir al Poder Judicial para pedir la revisión de los 
reglamentos, resoluciones y decretos gubernativos que infrinjan la 
Constitución, este artículo fue un avance dentro del control de 
constitucionalidad en el Perú. La tercera etapa siguió los mismos 
preceptos que la segunda etapa, pero en esta etapa se ve el cambio 
originado a través del Código Civil de 1936, en cuyo artículo XXII 
del Título Preliminar introdujo la supremacía de la Constitución 
donde establece “Cuando hay incompatibilidad entre una 
disposición, constitucional y una legal se prefiere la primera”23, este 
reconocimiento tendría influencia en las constituciones peruanas 
venideras. La última y Cuarta etapa del desarrollo constitucional que 
se originó durante la entrada en vigencia de la Constitución de 
1979, es a partir de esta etapa que el desarrollo constitucional se 
consolido en el Perú,  porque a partir de esta Constitución se 
dio la creación del Tribunal de Garantías Constitucionales 
estableciendo como un Sistema Dual o Paralelo, aunque esta 
Constitución ya no se encuentra vigente su sucesora la Constitución 
de 1993 acoge todos los preceptos de la misma solo que realiza 
algunos cambios como el cambio de la denominación del Tribunal 
de Garantías Constitucionales a Tribunal Constitucional; en la 
actualidad sigue vigente la Constitución de 1993. 
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Para finalizar este acápite es necesario precisar que la 
introducción que se realizó tenía la finalidad de conocer cómo se 
desarrolla el ámbito constitucional en cada país en especial en los 
países en los que se resaltaba hechos históricos que transcienden 
en el desarrollo constitucional de los mismos, y en la creación de 
Constituciones. Al desarrollar el constitucionalismo en Europa la 
entrada de las primeras Constituciones se encontraban dentro del 
modelo de las Constituciones Liberales, donde básicamente se 
observa la introducción de los derechos de primera generación y 
luego pasaron a convertirse en Constituciones Sociales y 
Demócratas, donde se versan los derechos sociales, la introducción 
de órganos que controlen la constitucionalidad de las leyes y la 
protección de los derechos fundamentales, en síntesis en Europa 
las constituciones que dieron más resalte fueron la Carta Magna de 
1215, la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano, 
la Constitución de Weimar de 1919 y la Constitución Austriaca 
de 1920, aquellas que permiten ver de manera histórica al Derecho 
Constitucional europeo. En el acápite de Norteamérica resalta el 
desarrollo de la Constitución de 1787, donde la Corte Suprema hace 
la primera labor jurisprudencial a través de la figura de la «judicial 
review» donde se esgrime la supremacía de la Constitución; esta 
figura inspiro a muchos países europeos y latinoamericanos a la 
creación de un órgano encargado de velar por la protección de la 
Supremacía de la Constitución. Por último tenemos el desarrollo del 
constitucionalismo latinoamericano, donde la característica 
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particular de estas Constituciones es que se instituían con los 
principios sociales y democráticos; la Constitución de Querétaro de 
1917 tiene una resaltante labor por la inclusión de los derechos 
sociales dentro de su texto constitucional, como ya referimos 
anteriormente siendo la primera Constitución que incluye los 
derechos sociales. El presente acápite nos dio una idea clara del 
nacimiento de la Constitución en cada país y con esto la 
introducción del Derecho Constitucional, empero el Derecho 
Constitucional no solo abarca el concepto de Constitución sino otros 
aspectos más que conoceremos brevemente en el siguiente 
acápite. 
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CAPÍTULO III 
 
DERECHO CONSTITUCIONAL 
3.1. CONCEPTO 
El Derecho Constitucional, es una disciplina sistemática que se formó 
durante el siglo XIX y su proceso de desarrollo teórico continúa hasta la 
actualidad. No obstante, podemos hablar de los antecedentes remotos del   
Derecho Constitucional, que se encuentran en la idea de “Ley 
Fundamental” (Fundamental Law) de los ingleses como lo señalamos 
líneas arriba. 
 
El Derecho Constitucional es conocido también con el “término de 
Derecho Político, según se aprecia, es el nombre que desde el siglo XIX 
se le dio primero al Derecho Constitucional, luego a una disciplina que 
estudiaba de manera simultánea el Derecho Administrativo y el 
Constitucional, y finalmente esta última disciplina con la Teoría del 
Estado. Igual que en España, al Derecho Constitucional se le llamó 
Derecho Político en la Argentina. El nombre, aunque todavía se utiliza en 
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algunos países, ya está en desuso y se ha optado, creemos que 
correctamente, por el de Derecho Constitucional”9 
 
3.2. DEFINICIÓN 
Para García Toma, el Derecho Constitucional tiene “[e]l objeto de 
estudio de esta disciplina jurídica guarda relación con instituciones y 
categorías político- jurídicas  relativas  a  la  organización  del  Estado;  el  
ejercicio,  competencia, relaciones y controles del poder público adscrito a 
un territorio y población determinada; así como los derechos, obligaciones 
y garantías de las personas vinculadas con dicho cuerpo político”10 
 
La noción del derecho constitucional está ligado a la Política, 
entendiendo que el derecho constitucional recoge esencialmente los 
aspectos normativos y axiológicos que tienen como sustento consensos 
políticos; esta rama del derecho se encuentra ubicada en el derecho 
público. 
 
Para Miró Quesada Rada el Derecho Constitucional es “una rama 
del Derecho que tiene por objeto estudiar la norma jurídica que regula y 
organiza la acción política”11 
 
                                                         
9 MIRÓ QUESADA RADA, Francisco. INTRODUCCIÓN A LA CIENCIA POLÍTICA. Editorial Grijley, Lima, 
2006, p. 254. 
10 GARCÍA TOMA, Víctor. Ob. cit. p. 356. 
11 MIRÓ QUESADA RADA, Francisco. Ob. cit. p. 251. 
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Es definida también como “la rama del Derecho Público que tiene 
por objeto la organización del Estado y sus poderes, la declaración de los 
derechos y deberes individuales y colectivos y las instituciones que los 
garantizan”27, como vemos en resumen el Derecho Constitucional es la 
disciplina que se encarga de estudiar la Constitución y los diferentes 
aspectos que trae consigo esta Ley Fundamental. 
 
3.3. FUENTES DEL DERECHO CONSTITUCIONAL 
Las fuentes del derecho constitucional “se ocupan de los elementos 
constitutivos necesarios para la elaboración, fundamento práctico y modo 
de expresión de las normas e instituciones de carácter constitucional. Alude 
a las motivaciones, formalización y contenido de las normas e instituciones 
del derecho constitucional, las fuentes del derecho constitucional se 
clasifican en fuentes históricas, fuentes reales o materiales y fuentes 
formales, pasemos a desarrollar cada fuente”. 
 
3.3.1. Las fuentes históricas 
“Las fuentes históricas aluden a los elementos que permiten reconstruir el 
proceso de formación del derecho constitucional a través de las distintas 
épocas del proceso de organización del Estado. Así, las fuentes históricas 
son todas aquellas prácticas político-jurídicas, documentos o textos no 
vigentes, etc., que han servido como inspiración o antecedente para la 
formalización del derecho constitucional, incluyendo cualquier dato, objeto, 
enser, etc., que pudiera brindar información relacionada con ello. Estas 
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fuentes se componen de dos elementos, los elementos directos e 
indirectos”12.  
 
Los elementos directos 
“Son todos aquellos que permiten obtener información de manera 
inmediata… aquí aparecen las normas escritas, las costumbres 
constitucionales y la jurisprudencia, la utilización de estos elementos 
jurídicos permite determinar la forma específica de gobierno o de Estado 
de una organización política”; develar qué instituciones emergieron durante 
un lapso de tiempo determinado; determinar los criterios doctrinarios 
subyacentes a la normatividad de una época; etc13. 
 
Los elementos indirectos 
“Son todos aquellos que permiten completar o ampliar la información 
recogida de los elementos directos. Aquí aparecen las crónicas, los 
testimonios, las expresiones folclóricas, la literatura, los informes 
administrativos, las memorias, los cuadros estadísticos, las pinturas, etc. 
La utilización de estos elementos permite conocer cómo percibió una 
sociedad política la aplicación de una determinada forma de gobierno o de 
Estado; los vacíos, infracciones y mutaciones constitucionales que 
existieron etc”14. 
 
                                                         
12 Ibídem, p. 372-373 
13 Ibídem, p. 373   
14 Ibídem,p.373  
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3.3.2. Fuentes reales 
“Las fuentes reales se refieren a los factores que dan contenido a la 
legislación constitucional, las costumbres constitucionales, etc. Expresan 
las necesidades o problemas de carácter político, social, cultural, 
económico, religioso, etc., que el Estado tiende a resolver en un espacio-
tiempo específico; es decir, las características y necesidades de una 
comunidad política definida y que determinan el contenido y alcance de sus 
propias normas y costumbres constitucionales, en conclusión, hacen 
referencia a los contenidos normativos que constituyen la materia que se 
incorpora a los preceptos constitucionales”15. 
 
3.3.3. Fuentes formales 
“La expresión fuente formal se utiliza para designar aquello conforme los 
previsto estadualmente tiene la virtualidad de producir el efecto de crear 
una norma constitucional”16 
 
Para García Toma las fuentes formales se encuentran sujetas a los 
tres siguientes condicionamientos, “el primero la existencia de factores 
derivados de la realidad que las convierten en necesarias para los objetivos 
del derecho constitucional, el segundo es la intervención de quienes 
poseen el poder jurídico suficiente para establecer un determinado tipo de 
norma y el tercero es la actuación funcional con arreglo a ciertos 
                                                         
15 Ibídem,p.373 
16 Ignacio de Otto; Derecho Constitucional, Sistema de Fuentes. Barcelona: Ariel, 1999.  
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requerimientos preestablecidos por el Estado”17; las fuentes formales se 
clasifican en: 
 
3.3.3.1. Las fuentes formales directas 
“Son aquellas que manifiestan de manera expresa e inmediata un 
tipo determinado de normatividad constitucional, en ese sentido, 
pueden citarse la legislación constitucional, la costumbre 
constitucional, la jurisprudencia constitucional y el derecho 
internacional público”18, para el caso de la investigación 
desarrollaremos los tres primeros casos.  
 
A. La legislación constitucional 
“Esta fuente se refiere al conjunto de textos escritos de carácter 
general que desarrollan y complementan a la Constitución, las leyes 
tienen calidad de fuentes en razón a que extienden, desenvuelven y 
despliegan el repertorio de principios y valores constitucionales, 
amén de apuntalar la pluralidad de entes e instituciones que una” 
Constitución crea para que el Estado pueda cumplir sus objetivos, 
esta fuente puede ser clasificada en legislación constitucional 
primaria y secundaria19.  
 
                                                         
17GARCÍA TOMA, Víctor. Ob. cit. p. 374.  
18 Ibídem,p.376 
19 Ibídem,p. 376 
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A.1. La legislación constitucional primaria 
“Son aquellos textos que fundamentan la pirámide normativa de 
un Estado, en ese sentido, forman parte de este tipo de 
legislación: la Constitución propiamente dicha, las leyes 
constitucionales, las leyes constitucionalizadas y las leyes 
cualificadas”20. 
  
A.1.1. La Constitución 
“La Constitución como culminación de la obra 
constituyente aparece como la primera de las fuentes de 
manifestación del derecho; vale decir, como la fuente de 
fuentes”21, como señala Jorge De Esteban “el valor de 
una Constitución no se limita a crear el sistema de las 
fuentes, sino que además posee la condición y calidad 
de norma con efecto vinculante directo e inmediato”22. 
 
A.1.2. Las leyes constitucionales 
“El término de leyes constitucionales tiene una acepción 
amplia y otra específica, en su acepción amplia sirve 
para consignar que una ley cumple con los requisitos 
formales y sustanciales para formar parte del 
ordenamiento constitucional, en razón a que guarda 
                                                         
20 Ibídem,p. 376 
21 Ibídem,p. 376 
22 Citado por: GARCÍA TOMA, Víctor. En: TEORIA DEL ESTADO Y DERECHO CONSTITUCIONAL. 
Editorial Adrus, Lima, 2010, p. 377. 
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coherencia y armonía con las normas del texto 
fundamental, esta noción se utiliza para contraponerla a 
las leyes inconstitucionales; vale decir, contra aquellas 
que han sido elaboradas con violación del 
iterprocedimental establecido o que tienen un contenido 
opuesto a la Constitución”; en su acepción específica 
sirve para referirse a aquella ley dictada por un 
Parlamento con poder constituyente reformador o 
derivado o por un poder constituyente originario con 
facultades de formación complementarias a las tareas 
de creación de un nuevo texto fundamental23.   
 
A.1.3. Las leyes constitucionalizadas 
“Dicha expresión hace referencia a aquellas leyes 
dictadas con anterioridad a la dación de una 
Constitución, pero cuya validez es renovada por el 
legislador constituyente originario, el cual, además de 
reconocerle vigencia dentro de las nuevas reglas 
constitucionales le asigna una calidad y rango similar”24. 
 
A.1.4. Las leyes cualificadas 
“Son aquellas leyes dictadas por el Parlamento y que 
son declaradas por este como irreversibles. Esta 
                                                         
23 Ibídem 
24 Ibídem, p.379.  
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conclusión de no mutabilidad se mantendrá en tanto no 
sean abrogadas o modificadas mediante el trámite 
previsto para la reforma constitucional. Así, mediante 
esta argucia el Parlamento termina asumiendo 
atribuciones constituyentes sui generis, ya que crea 
normas con rango constitucional sin necesidad de tener 
que acudir al proceso especial de reforma; e incluso 
dispone que dicha ley mantendrá su vigencia, en tanto 
no sea abrogada o derogada mediante dicho 
procedimiento”25. 
 
A.2. La legislación constitucional secundaria 
“Son aquellas normas no incluidas dentro de una Constitución, 
pero que tratan directamente de temas o asuntos de carácter 
constitucional, vale decir son normas que se entroncan 
expresamente con lo fundamental de la organización” y 
funcionamiento del Estado o con los derechos fundamentales 
de la persona, forman parte de este tipo de legislación las leyes 
orgánicas y las leyes de desarrollo constitucional26.  
 
A.2.1. Las leyes orgánicas 
Para Óscar Alzaga las leyes orgánicas “se conciben 
como un tipo de disposiciones que se sitúan... en una 
                                                         
25 Ibídem, p. 380  
26 Ibídem, p. 381 
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zona intermedia entre la Constitución y las leyes 
ordinarias, y cuyo procedimiento de gestación, alteración 
o supresión está dotado de una ligera nota de rigidez”27. 
 
A.2.2. Las leyes de desarrollo constitucional 
“Dicho término hace referencia a aquellas leyes 
emanadas del Parlamento como consecuencia de un 
expreso mandato constitucional, a diferencia de las leyes 
orgánicas no se refieren a la estructura, organización y 
funcionamiento de las principales instituciones 
estaduales, ni tampoco están sometidas a un 
procedimiento reforzado o agravado… en términos 
generales se ocupan de desenvolver el contenido de las 
normas declarativas y programáticas consignadas en la 
Constitución; vale decir, despliegan la juridicidad 
implícita que emana de las normas proclamas o de 
aquellas que principistamente hacen referencia a 
derechos de carácter social y que para alcanzar eficacia 
se encuentran atadas a la existencia de este tipo de 
normas”28. 
 
                                                         
27 Ibídem.  
28 Ibídem, p. 383 
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B. La costumbre constitucional 
La costumbre constitucional es el conjunto de prácticas político-
jurídicas espontáneas que han alcanzado uso generalizado y 
conciencia de obligatoriedad en el seno de una comunidad política. 
“Bajo este contexto surgen las costumbres constitucionales, en 
razón a que ellas se constituyen de un modo espontáneo y se 
sustentan en la repetición de acciones jurídicas al interior del cuerpo 
político, las mismas que dada su aceptación y permanencia 
adquieren fuerza normativa. En lo que se refiere a las modalidades 
de costumbre constitucional, la doctrina reconoce las tres siguientes: 
la costumbre secundumconstitutionem, la costumbre 
praeterconstitutionemy la costumbre contra constitutionem, 
pasemos a desarrollar cada una de estas costumbres”29. 
 
B.1. La costumbre secundumconstitutionem 
“Se presenta cuando en el texto expreso de una Constitución 
se invoca la utilización de una práctica generalizada y con 
conciencia de obligatoriedad, para un caso o situación concreta, 
y cuando la práctica constitucional sirve de complemento a la 
normatividad establecida en la Constitución y demás normas 
del bloque de constitucionalidad”30.  
 
                                                         
29 Ibídem, p. 384 
30 Ibídem, p. 385 
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B.2. La costumbre praeterconstitutionem 
“Se presenta cuando la práctica constitucional sirve para suplir 
las lagunas constitucionales, su presencia es usual para 
introducir regulaciones respecto de una materia no reglada por 
la Constitución. Se las denomina innovativas o introductivas, en 
razón de que añaden al texto constitucional otras reglas de igual 
jerarquía”31.  
B.3. La costumbre contra constitutionem 
“Se presenta cuando la práctica constitucional se genera en 
sentido opuesto a lo establecido en la legislación supra, esta 
modalidad opera ya sea por la «derogación por desuso» de una 
norma constitucional, por la tergiversación operativa del sentido 
y aplicación de una cláusula constitucional, o por un uso político 
generalizado contrario al texto superior”32.   
 
C. La jurisprudencia constitucional 
Para García Toma la jurisprudencia constitucional contribuye a 
“clarificar y delimitar los principios que configuran la unidad política, 
forja la normativización de los valores en que se sustenta la 
organización política, amén de promover la fijación de límites y 
directrices para la acción estatal… también coadyuva en la 
determinación precisa y específica de las competencias de los 
órganos constitucionales y del sistema de relación existente entre 
                                                         
31 Ibídem, p. 386 
32 Ibídem. 
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ellos, y coadyuva a la regulación cabal de la estructura y funciones 
políticas del Estado. Finalmente expresa los alcances y contenidos 
de los derechos y deberes constitucionales”33. 
  
C.4.1. El precedente constitucional vinculante 
Para Rodríguez Santander (“El precedente Constitucional en 
el Perú entre el poder de la historia y la razón de los derechos 
en Estudios al Precedente Constitucional. Lima: 
Palestra,2007), el precedente vinculante alude a la regla 
jurídica (norma) que, vía interpretación o integración del 
ordenamiento dispositivo crea el juez para resolver el caso 
planteado y que debe o puede servir para resolver un futuro 
caso sustancialmente homólogo, por otra parte para Luis Diez 
Canseco y Enrique Pasquel” “Stare decisis, intercambios 
comerciales y predictibilidad: Una propuesta para enfrentar la 
reforma del Poder Judicial En, revista de Economía y 
Derecho, N° 02.Lima, 2004) expone que el precedente 
supone que una vez resuelta una cuestión mediante una 
sentencia, se establece un antecedente que, en principio, no 
puede ser variado posteriormente. La regla obliga a que se 
acaten los precedentes cuando en una controversia se 
susciten cuestiones de hecho y derecho idénticas… ello se 
hace para mantener equilibrada la balanza de la justicia a fin 
de que esta no oscile con cada nueva interpretación de un 
                                                         
33 Ibídem, p. 391 
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juzgador… en suma, se pretende brindar seguridad jurídica 
mediante un sistema jurídico predecible”34, en suma podemos 
concluir que el precedente vinculante consiste en establecer 
un antecedente normativo para solucionar casos futuros, vale 
decir que el precedente debe de brindar seguridad jurídica no 
sería adecuado conceptualizar un precedente vinculante que 
varié constantemente. 
 
C.4.1.1. Los     presupuestos     básicos    para    el 
establecimiento de un precedente vinculante 
En el Expediente N° 0024-2003-AI/TC, el Tribunal 
Constitucional ha señalado que los presupuestos 
para el establecimiento del precedente son:  
“a) Cuando se evidencia que los operadores 
jurisdiccionales o administrativos vienen resolviendo 
con distintas concepciones o interpretaciones sobre 
una determinada figura jurídica o frente a una 
modalidad o tipo de casos; es decir, cuando se 
acredita la existencia de precedentes conflictivos o 
contradictorios”.  
b) “Cuando se evidencia que los operadores 
jurisdiccionales o administrativos vienen resolviendo 
sobre la base de una interpretación errónea de una 
                                                         
34Ibíd.  
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norma del bloque de constitucionalidad; lo cual, a su 
vez, genera una indebida aplicación de esta” 24.  
c) Cuando se evidencia la existencia de un vacío 
normativo.  
d) “Cuando se evidencia la existencia de una norma 
carente de interpretación jurisdiccional en sentido lato 
aplicable a un caso concreto, y en donde caben varias 
posibilidades interpretativas”24 
e) Cuando se evidencia la necesidad de cambiar de 
precedente vinculante”35 
 
C.4.1.2. Condiciones    para    el    establecimiento   del 
precedente constitucional vinculante 
“El Tribunal Constitucional en la sentencia recaída en 
el Expediente N° 0024-2003-AI/TC señala que el 
establecimiento del precedente se sustenta en las 
dos condiciones siguientes”36:  
1. Debe existir una relación entre el caso examinado y 
el precedente vinculante.  
2. Debe generase una decisión con autoridad de cosa 
juzgada.  
 
                                                         
35 En: www.tc.gob.pe. STC Exp. N° 0024-2003-AI/TC 
36 En: www.tc.gob.pe. STC Exp. N° 0024-2003-AI/TC.  
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3.3.3.2. Fuentes formales indirectas 
“Son aquellas que no crean normas jurídicas pero coadyuvan 
implícita y mediatamente en su elaboración, por la influencia que 
ejercen sobre los legisladores y los órganos jurisdiccionales 
encargados del control de la constitucionalidad. Dentro de estas 
fuentes están la doctrina constitucional y los principios 
constitucionales”37.  
 
1) La doctrina constitucional 
“Dicha fuente se encuentra constituida por la teoría científica y 
filosófica del derecho constitucional que describe y explica las 
instituciones, categorías y conceptos disciplinarios e indaga sobre 
los alcances, sentidos y formas de sistematización normativa, 
constituyéndose en uno de los engranajes claves y en la más 
racional de las fuerzas directrices del ordenamiento constitucional… 
para Rafael Bielsa (Compendio de Derecho Público Constitucional, 
administrativo y fiscal, Buenos Aires, Llorden, 1952) la doctrina 
elaborada por los expertos constitucionalistas no solo comporta una 
actividad hermenéutica de la Constitución, sino que adicionalmente 
provee de los elementos para la construcción teórica de las 
instituciones constitucionales”38.  
 
                                                         
37 GARCIA TOMA, Víctor, ob cit, p. 426 
38 Citado por: GARCÍA TOMA, Víctor. En: TEORIA DEL ESTADO Y DERECHO CONSTITUCIONAL. 
Editorial Adrus, Lima, 2010, p. 427. 
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2) Los principios constitucionales 
2.1) Definición 
Como afirma Miguel Ángel Ciuro Caldani  los principios 
constitucionales “son especialmente relevantes, porque allí 
están de cierto modo los principios del principio… dicha noción 
es enteramente coherente con la acepción que formula la Real 
Academia de la Lengua Española que la asocia con base, 
fundamento, origen, razón fundamental sobre la cual se procede 
discurriendo en cualquier materia. Causa primitiva o primera de 
una cosa o aquello que de otra cosa procede de cualquier 
modo”39. 
  
2.2) Las características de los principios constitucionales 
“Las características principales que ofrecen los principios 
constitucionales son las cuatro siguientes: la comprensividad 
espacial, temporal y personal; la amplitud conceptual y 
axiológica; la esencialidad constructiva del sistema jurídico y la 
naturaleza preceptiva”40. 
  
2.2.1) La comprensividad espacial, temporal y personal 
“Como expone Gerardo Eto Cruz (los principios constitucionales 
y las leyes de desarrollo constitucional en el Perú… Trujillo 
IDEJC, 1991) los principios constitucionales son fórmulas 
                                                         
39DICCIONARIO DE LA REAL ACADEMIA DE LA LENGUA ESPAÑOLA, editorial Q.W, Lima – Perú, edición 
2005, p. 1244. 
40 GARCIA TOMA, Víctor, ob. Cit, 582 
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impulsoras de toda la actividad del Estado y una fuerza 
renovadora de la vida social”41. 
 
2.2.2) La amplitud conceptual y axiológica 
“Con respecto a esta característica García Toma refiere que los 
principios constitucionales exponen valores, fines y conceptos 
integradores de otras disciplinasjurídicas, así como su 
proyección obligatoria, con inspiración normativa para la vida 
coexistencial en una sociedad política determinada”42.  
 
2.2.3) La esencialidad constructiva del sistema jurídico 
“Esta característica responde a que los principios 
constitucionales exponen lo fundamental o básico para la 
formación de la cadena de normatividad que regula la relación 
entre el Estado y la ciudadanía, y la de esta última para consigo 
misma, son imprescindibles para la ordenación gradada de las 
normas”43.  
 
2.2.4) La naturaleza preceptiva 
“Cuando las normatividades son más incompletas o tienen más 
lagunas la labor de los principios son más resaltantes, en 
consecuencia participan junto con las declaraciones, los 
                                                         
41 Citado por: GARCÍA TOMA, Víctor. En: TEORIA DEL ESTADO Y DERECHO CONSTITUCIONAL. 
Editorial Adrus, Lima, 2010, p. 572. 
42 GARCÍA TOMA, Víctor. Ob. cit. p. 573. 
43 Ibídem, p. 583 
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derechos y las garantías contenidas en el texto básico del 
Estado, de la misma naturaleza o esencia normativa”44.  
 
2.3) Las funciones de los principios constitucionales 
Beatriz L. Alice, expone que las funciones que cumplen los 
principios constitucionales pueden resumirse en las tres 
siguientes:45 
 
2.3.1) La función informadora del ordenamiento jurídico al 
que le dan consistencia y fundamento 
“Con ello, toda norma que sea objeto de recepción en nuestro 
ordenamiento y que ofrezca un contenido lesivo a dichos 
principios deberá ser objeto de una declaración de 
inconstitucionalidad o inaplicabilidad”46.  
 
2.3.2) La función normativa por acto supletorio 
En ese sentido actúan como fuente de derecho en los casos de 
la acreditación de una laguna legal47.  
 
2.3.3) La función interpretadora 
“En el campo de la interpretación normativa son empleados para 
justificar la obtención de una asignación de significados que 
                                                         
44 Ibídem. 
45 Ibídem 584 
46 GARCÍA TOMA, Víctor. Ob. cit. p. 584. 
47 Ibídem, p. 585 
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permitan la “mantención” de un texto dentro del ordenamiento 
constitucional”48. 
 
El presente subcapítulo nos permite tener el marco 
doctrinario de la Constitución y el Derecho Constitucional, para 
así poder ingresar a la siguiente subcapítulo que desarrollará el 
control de la constitucionalidad y la creación de las diferentes 
Cortes y Tribunales, observando las características particulares 
y propias que presentan. 
 
 
 
  
                                                         
48 Ibídem. 
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CAPÍTULO IV 
LA CONSTITUCIONALIDAD 
4.1. CONCEPTO 
“La constitucionalidad o el concepto de control constitucional son bastante 
extenso. En una comprensión amplia y general comprende el conjunto de 
mecanismos sociales, políticos, institucionales, comunitarios, individuales y 
colectivos que se ponen en movimiento para asegurar el respeto de los 
derechos fundamentales de las personas y la vigencia del orden jurídico 
político en sus diversos niveles y expresiones. En una comprensión menos 
lata, el concepto de control constitucional estaría referido a la actividad de 
las instituciones del sistema jurídico político realizada con el mismo objeto. 
Será entonces control constitucional político o institucional. Una más 
estrecha comprensión indicará que el control constitucional es ejercido por 
las instituciones judiciales. Lo llamamos control constitucional judicial, y en 
otra, más restringida aún que la anterior, el control constitucional es ejercido 
por los órganos jurisdiccionales dentro de los cánones de un proceso 
judicial. Se trata en ese supuesto de control constitucional jurisdiccional. El 
control jurisdiccional es una de las clases de control judicial; el control 
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judicial es una clase de control político o institucional; y éste último es una 
clase de control social”49. 
 
4.2. CONTROL CONSTITUCIONAL EN EL PERÚ 
El Perú es un país que se ha caracterizado por la poca duración de sus 
textos constitucionales desde los inicios de vida republicana peruana, lo 
cual se ve reflejado en la cantidad Constituciones Políticas a lo largo de 
nuestra historia. “Son el total once las Constituciones Políticas que han 
existido a lo largo del devenir político y jurídico en la historia de nuestro 
país, siendo la de año 1993 la que está vigente en la actualidad… este 
número de Constituciones nos hace reflexionar acerca de nuestra propia 
cultura constitucional ya que sustituir una carta fundamental por otra 
supone inestabilidad e inseguridad en la legislación peruana, ciertamente 
esto se debió, en parte, a que las constituciones políticas de años atrás 
sirvieron como marco político en lugar de uno jurídico, considerando más 
importante las leyes dadas por el poder legislativo y las normas con rango 
de ley del ejecutivo que lo contenido en el propio texto constitucional, todo 
esto cambió a lo largo de los últimos años en donde la Constitución Política 
pasó de ser un simple referente político a ser una norma jurídica en sí 
misma, esto es, que su observancia, cumplimiento y respeto es vital para 
un Estado Constitucional de Derecho”50 . 
 
                                                         
49 MANRIQUE ZEGARRA, César Edmundo; El control constitucional, la historia y política judicial; p. 
9. 
50 ROJAS ZEVALLOS, Alejandro, Control de constitucionalidad en Perú – aproximación a las diversas 
formas contenidas en el Ordenamiento Jurídico Peruano; Revista Electrónica “Futuros Abogados 
Latinoamericanos”. 
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4.2.1. Sistemas de control de la constitucionalidad 
“Podemos señalar que existen, a nivel mundial, dos grandes sistema de 
control constitucional, entre ellos: el europeo o de Justicia Constitucional 
concentrada, generalizado a partir de la constitución austríaca de 1920 y 
de la obra de Hans Kelsen, en el que un órgano autónomo especializado y 
constitucionalmente designado para ello tiene la potestad de revisar la 
constitucionalidad de las normas legales y los actos de poder, 
estableciendo al respecto, declaraciones generales ERGA OMNES de 
plenos efectos derogatorios”39. El segundo sistema es el americano o de 
control difuso (también denominado de la Judicial Review), permite que sea 
el mismo órgano jurisdiccional ordinario el que desarrolle la función de 
control de la constitucionalidad inaplicando una norma que contraviene la 
constitución para el caso en concreto, manteniendo la norma en cuestión 
en el ordenamiento.51 
 
“Es así que el ordenamiento jurídico peruano en materia de control 
constitucional nos ofrece un sistema dual o mixto debido a que ambas 
formas han sido recogidas. En materia de control concentrado tenemos al 
Tribunal Constitucional que es un órgano colegiado reconocido 
constitucionalmente, encargado de analizar la constitucionalidad de las 
diversas normas legales. Por otro lado, tenemos también al control difuso 
el cual es ejercido tanto por los órganos judiciales como los 
administrativos”52. 
                                                         
 
52 Ibídem. 
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4.2.2. Control concentrado 
“El texto constitucional peruano establece en su artículo 201 que el Tribunal 
Constitucional es el órgano de control de control de la constitución, siendo 
considerado en la práctica como el máximo intérprete de la misma debido 
a la intensa labor que viene desarrollando en la actualidad dirimiendo 
controversias en las cuales estén en juegos derechos fundamentales o 
pronunciándose sobre la constitucionalidad de normas legales de inferior 
rango como leyes ordinarias, decretos legislativos, decretos, reglamentos, 
entre otros”53. 
 
“Es así que su labor se ve precisada en el artículo siguiente donde 
se contempla que resuelve en instancia única la acción de 
inconstitucionalidad, función que nos importa en el presente caso… debido 
a que la acción de inconstitucionalidad implica cuestionar seriamente la 
constitucionalidad de una norma legal y su consecuente retiro del 
ordenamiento jurídico, la facultad para iniciar la mencionada acción está 
limitada por la propia Constitución, es decir, sólo podrán hacerlo los 
facultados por la Carta misma, el Tribunal no actúa de oficio a manera de 
vigilante de la constitucionalidad, sólo actúa cuando los órganos y sujetos 
expresamente indicados en el artículo 203 de la Constitución inician un 
proceso ante este órgano colegiado”54. 
 
                                                         
53 Artículo 200 inciso 4 de la Constitución Política del Perú de 1993: “La acción de inconstitucionalidad 
procede contra las normas que tienen rango de ley: leyes, decretos legislativos, decretos de urgencia, 
tratados, reglamentos del congreso, normas regionales de carácter general y ordenanzas municipales que 
contravengan la Constitución en la forma o en el fondo” 
54 Ibídem. 
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4.2.3. Control difuso 
“El texto constitucional peruano reconoce en su artículo 138 la segunda 
forma de control constitucional, donde se señala que en todo proceso de 
existir incompatibilidad entre una norma constitucional y una norma legal, 
los jueces prefieren la primera. Igualmente, prefieren la norma legal sobre 
toda otra norma de rango inferior”55. 
 
“A diferencia del anterior sistema, este nos ofrece más acceso a la 
justicia constitucional debido a que un ciudadano no estaría limitado por el 
artículo 203 de la Constitución, en este sentido, si un particular inicia un 
proceso judicial y considera que una norma contraviene lo dispuesto en la 
constitución, podrá solicitar que se inaplique la norma, de igual forma, el 
juez puede optar por inaplicarla sin la solicitud” de alguna de las partes, lo 
cual quiere decir que el control difuso en sede judicial es a pedido de parte 
o de oficio56. 
 
“El control difuso en sede judicial tiene su propio procedimiento 
debido a que las sentencias expedidas por los jueces pueden ser elevadas 
en consulta para su respectiva observación ante la Sala Constitucional y 
Social de la Corte Suprema para que se pronuncie sobre el tema. Todo esto 
se encuentra contenido en la Ley Orgánica del Poder Judicial”57. 
 
                                                         
55 Ibídem. 
56 Ibídem. 
57 Artículo 14 de la Ley Orgánica del Poder Judicial peruano 
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4.2.4. Control legislativo 
“Este tipo de control de la constitucionalidad es distinto a los comentados 
anteriormente. Ciertamente, este tipo constituye más un procedimiento o 
formalismo vinculado a la dación de normas legales que a un tipo diseñado 
específicamente para analizar la constitucionalidad de una norma. Este 
procedimiento de control está recogido en los artículos 90 y 91 del 
Reglamento del Congreso de la República donde se contemplan 
procedimientos de control sobre la legislación delegada (cuando se trata de 
decretos legislativos) y sobre decretos de urgencia respectivamente”58. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
                                                         
58  Ibídem. 
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CAPÍTULO V 
AUTONOMÍA PROCESAL 
5.1. ORIGEN DE LA AUTONOMÍA PROCESAL 
“Esta  categoría  jurídica  fue  incorporada  por  el Tribunal  Constitucional  
Federal Alemán, su origen es a partir de la regulación incompleta de la 
Ley del Tribunal Constitucional Federal Alemán, aunque no existe una 
definición explicita para esta categoría jurídica germana la causa de su 
origen nos da rasgos característicos que nos permiten estudiar su 
finalidad y analizar la justificación jurídica de su existencia. En primer lugar 
tenemos que referir que este Tribunal al crear esta categoría jurídica tenía 
la intención de dar una respuesta adecuada a las particularidades  de  los  
recursos  constitucionales  -en  Alemania  se  denomina recursos 
constitucionales a los procesos constitucionales”-, esta descripción 
vendría a englobar la finalidad que da origen a su existencia. “En esta 
oportunidad primeramente señalaremos las dos posiciones de dos 
autores alemanes respecto a la autonomía procesal; comenzaremos con 
Peter Häberle, el mencionado autor entiende que el fundamento de la 
libertad con la que el Tribunal Constitucional Federal configura su proceso 
radica en la autonomía del Derecho procesal constitucional,  es  decir  en  
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su  emancipación  respecto  al  resto  del  Derecho procesal general”. Por 
otro lado el autor Engelmann entiende que “esa denominada libertad del 
Tribunal Constitucional para configurar su derecho procesal no sólo se 
justifica por la especialidad del Derecho procesal constitucional, sino 
también por las particularidades características del propio Tribunal 
Constitucional Federal; específicamente, por su doble carácter como 
tribunal y como órgano jurisdiccional que, junto con el objeto de su 
jurisdicción, lo distingue del resto de los tribunales”, luego de apreciar 
estas dos posiciones concordamos que estos dos autores entonan dos 
posiciones que no son muy diferentes, es decir ambos refieren que una 
mayor libertad del Tribunal Constitucional Federal en la interpretación del 
ámbito procesal, permite negar la aplicación de los principios procesales 
generales al recurso constitucional por cuanto lo que desea este Tribunal 
es tener amplitud al momento de configurar los límites  constitucionales  
de  su  derecho  procesal;  además  de  las  posiciones anotadas 
anteriormente el autor Peter Häberle señala que “Tribunal Constitucional 
Federal se ha calificado asimismo muy tempranamente como el Señor del 
Proceso y ha observado que puede conformar libremente el proceso en 
gran medida, en tanto que es un Tribunal Constitucional institucional, 
no puede ser medido con la misma medida que un Tribunal Civil o Penal 
ordinario, este uso de la autonomía procesal, sin embargo, según doctrina 
dominante en Alemania debe emplearse solamente donde la ley ha dejado 
conscientemente lagunas. Ello se deriva judicialidad del proceso. Se habla 
de una inserción del Derecho procesal constitucional en el Derecho 
procesal general, de manera que respecto de las lagunas hay que recurrir 
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a las regulaciones de otros códigos procesales. Se admite, en todo caso 
una «peculiaridad» del Derecho procesal Constitucional”, tengamos en 
cuenta que cuando este autor se refiere expresamente a que la autonomía  
procesal  es  aplicada  ante  lagunas  explicitas  quiere  decir  que  el 
Tribunal Constitucional Federal no invoca a la autonomía procesal cuando 
no existe alguna laguna o vacío. 
 
Tenemos también el análisis realizado por la profesora Rodríguez-
Patrón, y refiere que para conocer el origen de la autonomía procesal, se 
debe de partir desde dos tipos de reglamentación, una que “es interna 
(innereGeschäftordnung) y la otra que es externa 
(aussereGeschäftordnung)”; la primera de ellas regula las relaciones al 
interior del Tribunal Constitucional Federal Alemán, y la segunda 
reglamentación va dirigida al acercamiento de quienes realizan la 
actividad jurisdiccional, sin embargo esta segunda reglamentación no solo 
se encasilla en este significado la citada autora afirma que esta segunda 
reglamentación externa también es identificada como la posibilidad de que 
el Tribunal Constitucional Federal Alemán, realice actos que van más allá 
de lo estrictamente reglamentario, para poder entrar por completo al 
proceso, y esta actividad lo realiza a través de una categoría germana 
llamada Verfahrensautonomie que para algunos autores germanos   tiene   
una   característica   cuasi-legislativa,   esta   categoría   jurídica traducida 
al castellano significa “autonomía procesal”, algunos autores españoles 
refieren que esta traducción no sería la más correcta pero es la que más 
se aproxima. Ahora que pudimos desarrollar los orígenes de la autonomía 
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procesal y su surgimiento, ahondaremos en dos puntos transcendentales 
el fundamento jurídico de su existencia (una breve exposición del objetivo 
e importancia de su creación) y los límites que presenta para así poder 
dar marco diferencial de la autonomía procesal aplicada en la legislación 
constitucional peruana. 
 
5.2. FUNDAMENTO JURÍDICO 
Para   empezar   el   Tribunal   Constitucional   Federal   Alemán   sustenta   
la incorporación de esta categoría jurídica a través de la incompleta 
regulación de Bundesverfassungsgerichtsgesetz que viene a ser la Ley que 
regula las competencias y procedimientos del Tribunal alemán, este hecho 
se plasma en el artículo 35 del mismo reglamento, que establece “Das 
Bundesverfassungsgerichtkann in seinerEntscheidungbestimmen, 
wersievollstreckt;      es      kannauchimEinzelfall      die      Art      undWeise      
der Vollstreckungregeln” este artículo señala lo siguiente «El Tribunal 
Constitucional Federal  puede  determinar  en  su  resolución  quién  la  
ejecuta.  También  puede regular en el caso concreto la forma de 
ejecución», citando al profesor Fernando Castañeda Portocarrero respecto 
a la interpretación que realizó el Tribunal del articulo aludido, refiere “para 
dicho Tribunal este artículo le autoriza a decidir tanto cuestiones concretas 
como abstractas y a realizar una ordenación determinante y configuradora 
de la ejecución”. Para dicho autor este Tribunal Constitucional Federal 
considera que “el legislador le ha querido dejar «Plena libertad» para lograr 
su cumplimiento «de la forma justa, veloz, adecuada, fácil y eficaz». 
Precisamente para ello configura el «recurso de ejecución» no previsto 
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expresamente  por  la  Ley  del  Tribunal  Constitucional  Federal  Alemán”,  
lo señalado por el citado profesor es exactamente la base en la que 
fundamentó su posición para determinar esta figura jurídica. Cabe señalar 
que este fundamento es el primer paso que realiza el Tribunal 
Constitucional para instaurar a la denominada «autonomía procesal», sin 
embargo no es solo este fundamento el único que esboza dicho Tribunal, 
tenemos otro segundo paso que también motivó a la creación de esta 
categoría germana, este va referido al objeto del proceso, como refiere la 
profesora Rodríguez-Patrón que en esencia lo que busca este objeto es la 
“configuración jurisdiccional autónoma del proceso, que se presenta como 
producto de una delegación especial de la ley o como consecuencia de 
la calidad  especial  del  objeto  del  proceso”,  en  este  paso  lo  que  
considera  el Tribunal es la finalidad de la utilización de la autonomía 
procesal esto quiere decir que si el Tribunal conoce un caso y la 
pretensión aparentemente es inadmisible por el tipo procesal elegido, este 
Tribunal a través de la autonomía procesal puede incluir en otro la 
obtención de la decisión sobre el fondo de la demanda independientemente 
del criterio del demandante. Como señala el profesor Fernando Castañeda 
Portocarrero, “(…) En otras palabras este Tribunal ha considerado 
comprobar de oficio la pretensión de la demanda”. Para muchos autores 
esta autonomía procesal viene hacer una especie de delegación tácita o 
en su caso una potestad cuasi-legislativa que permite a un Tribunal tener 
la capacidad de crear normas procesales ocasionando una ruptura en la 
división de poderes, o en su defecto excediendo su facultad. 
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Podemos concluir sintetizando los dos fundamentos jurídicos que 
instauraron la autonomía procesal en Alemania. Uno de ellos refiere la 
delegación implícita del legislador al Tribunal Constitucional Federal (a 
través de la incompleta regulación del artículo 35 de la Ley del Tribunal 
Constitucional Federal), y por otra parte la postulación de la autonomía 
procesal como una facultad normativa ante la ausencia de métodos 
tradiciones de integración jurisdiccional del Derecho para dar una 
respuesta adecuada al objeto del recurso constitucional por el cual el 
Tribunal  busca  llegar  al  fondo  de  la  controversia.  Culminado  el  
análisis  del fundamento jurídico de la autonomía procesal podemos 
proseguir con el siguiente acápite referido a los límites de la autonomía 
procesal. 
 
5.3. LÍMITES 
Los límites son conocidos también como los rasgos característicos de la 
autonomía procesal, en razón a que esta figura lleva consigo la apariencia 
de la vulneración de los principios constitucionales como la separación de 
poderes y la autonomía funcional de los órganos de gobierno. 
 
Teniendo  en  cuenta  lo  desarrollado  por  la  doctrina  alemana  y 
fundamentalmente por la jurisprudencia del Tribunal Constitucional 
Federal, los límites de la “autonomía procesal” son los siguientes: 
A. El principio de división de poderes, es decir, el Tribunal Constitucional 
Federal no puede exceder su función y permitir que el empleo de la 
72 
 
autonomía procesal subsuma otras funciones delegadas a otros órganos 
constitucionales, en especial la labor del legislador. 
B. La vigencia de los derechos fundamentales y la necesaria interdicción de 
la arbitrariedad. 
C. La seguridad jurídica, pues se  trata de una labor que el Tribunal 
Constitucional Federal debe desarrollar en circunstancias sumamente 
excepcionales. 
D. El Tribunal Constitucional Federal debe explicar en su decisión la relación 
existente entre la configuración procesal que lleva a cabo y el 
cumplimiento de la función que la Constitución y la Ley le encomiendan. 
 
Bajo estos parámetros el Tribunal Constitucional Federal ha querido 
establecer fronteras en la aplicación de la autonomía procesal, 
ciertamente el primer limite establece que la aplicación de esta figura 
jurídica no puede vulnerar el principio de división   de   poderes   (en   caso   
de   suceder   esta   figura   devendría   en inconstitucional), y los otros 
limites restantes se encuentran relacionados con los límites 
constitucionales que tiene este Tribunal Constitucional; debemos enfatizar 
que  con  respecto  a  que  el  Tribunal  Constitucional  Federal  Alemán  
debe  de explicar  la relación existente entre la configuración procesal y 
el cumplimiento de la función de la Constitución, se refiere a que este 
Tribunal se debe de expresar conforme  a  un  límite  constitucional,  al  
cual  este  órgano  debe  sujetar  sus decisiones al contenido estricto de 
la Ley Fundamental y observar las consecuencias que puede generar sus 
decisiones en los recursos constitucionales, es decir como este Tribunal 
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puede llegar al fin del recurso constitucional que es brindar protección a 
la supremacía de la Constitución, así como a los derechos fundamentales. 
 
Debemos puntualizar dos aspectos transcendentales del origen de 
esta categoría germana la primera es que la creación de esta figura se dio 
por la variación  de  la  vía  procedimental  de  un  recurso  constitucional,  
ya  que  si  el Tribunal pedía que el demandante reinicie su demanda, la 
pretensión habría prescrito, es por tal motivo que la aplicación de la 
autonomía procesal germana, es eminentemente excepcional, en tanto 
en Perú esta categoría jurídica es de carácter  general  y  no  
excepcional.  Otro  aspecto  diferencial  respecto  a  la autonomía procesal 
alemana es que dentro de la regulación de la Ley del Tribunal 
Constitucional Federal, el legislador había dejado intencionalmente un 
vacío que le daba plena libertad para ejecutar sus resoluciones, dicho 
vacío es el sustento jurídico bajo el cual se sustenta la creación de esta 
categoría jurídica, ahora bien en el Perú, el fundamento jurídico por el cual 
se apoya el Tribunal Constitucional peruano no es del todo explícito. 
 
Para finalizar este subcapítulo, hemos extraído una sentencia del 
Tribunal Constitucional Federal Alemán,  esta  decisión adopta el uso 
de su autonomía procesal para incluir a un tercero sin derecho o interés 
alguno en un recurso constitucional de amparo, teniendo claro que el 
tercero que interviene no tiene una legitimidad expresa en la Ley 
Fundamental dicho esto; pasemos a revisar la decisión 43 (BVerfGE 43) 
del 8 de febrero de 1977 y,  se tiene: Cuya traducción libre, según la 
tesista, sería la siguiente: 
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“La controversia de los diversos procedimientos involucrados 
actualmente en la Ley de Educación Superior que proporcionan los 
procedimientos para la selección de candidatos en programas restringidos, 
está referido a que las exigencias que la Constitución establece en el 
sistema de selección son suficientes por sí solas”. 
 
La controversia en cuestión es una Ley de Educación que trata de 
dimensionar el ámbito de selección de candidatos escolares profesores, 
este caso se dio en razón a que el procedimiento de selección de 
candidatos vulneraba las exigencias establecidas en la Ley Fundamental, 
en este caso en el presente recurso de amparo quien lo interpone es un 
candidato que cumplió con las exigencias establecidas en la Constitución 
pero no cumplió con todos los requisitos de la Ley de Educación, dicho 
esto en la presente decisión se admite la participación del sindicato de 
«Educación y Ciencia»  aunque no tenían ningún derecho o interés que 
se vería afectado en el presente recurso, este Tribunal Constitucional 
Federal consideró conveniente incluirlo para poder conocer su 
interpretación respecto a las exigencias  del proceso  de selección  de 
candidatos,  estos argumentos se encuentran en el apartado 82.d de la 
siguiente manera: 
 
“Die Gewerkschaft Erziehung und Wissenschaftschlie ßtsichim Ergebnis 
der Auffassung des Landes Hessen an. Siehält die Berücksichtigung des 
Bevölkerungsanteilsselbst in Gestalt einer MischungimVerhältnis 1:1 - 
fürverfassungswidrig-. 35” 
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Igualmente según traducción libre de la tesista, señalamos: 
      “Esta discriminación es inconstitucional, se puede admitir la solicitud 
del sindicato de Educación y Ciencia, para dar su aporte a la Ley de 
Educación de los candidatos de Hesse para la admisión de su elección. 
Bases de un sistema constitucional de la autorización es la uniformidad de 
procedimiento federal –artículo de la Ley Federal- 35”. 
 
       Aunque  en  la  Ley  del  Tribunal  Constitucional  Federal  no  se  
encuentra expresamente la participación de sindicatos en procesos de 
amparo, sin embargo este Tribunal considera que puede solo para este 
caso dar un cambio en procedimiento del recurso de amparo y admitirlo 
para observar lo que puede interpretar respecto de la Ley de Educación y 
las exigencias en la Constitución. 
 
      Se extrajo esta decisión en razón a que la intervención de un 
tercero  sin derecho o interés, es la misma figura procesal del «partícipe» 
que ha asemejado el Tribunal Constitucional peruano para la intervención 
de terceros que no tienen legitimidad en el proceso de inconstitucionalidad, 
más adelante en el capítulo de los Resultados discutiremos más de cerca 
esta decisión. 
 
        Concluyendo este subcapítulo, podemos apreciar que el Tribunal 
Constitucional Federal Alemán, aplica la autonomía procesal bajo el 
sustento de la misma norma (artículo 35 LOTCF), anotemos que el 
Tribunal alemán no creó ninguna norma procesal para facilitar la 
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intervención del sindicato y además no se ha dejado como un 
precedente para futuros casos, solamente se ha establecido para el caso 
en particular, todas las observaciones hechas nos conllevan a construir la 
finalidad real que tiene la autonomía procesal alemana. 
 
5.4.  ANÁLISIS    DE    LA     AUTONOMÍA     PROCESAL   DEL  
TRIBUNAL  CONSTITUCIONAL  EN  EL DERECHO 
COMPARADO 
“Para poder entender mejor el asunto, descorramos más bien un poco la 
cortina, abramos la ventana y oxigenemos cómo han ocurrido las 
creaciones de figuras procesales a nivel comparativo, en el marco  de la 
autonomía procesal… vamos a dar un brochazo panorámico a la 
autonomía procesal a nivel comparado”59. 
 
A. La creación de la judicial review y el caso Marbury vs. Madison 
En la judicial review, por ejemplo, en el famoso caso Marbury versus 
Madison. La Suprema Corte de los Estados Unidos de América ejercitó y 
                                                         
59 “Una problemática no resuelta en la jurisdicción constitucional en Latinoamérica ¿Tiene autonomía 
procesal los Tribunales Constitucionales? La primera versión de estas reflexiones se publicó en 
Parlamento, Constitución y Justicia Constitucional, Fondo Editorial del Congreso de la República, Lima, 
2010. Luego ha sido ampliada y revisada, siendo expuesta en Bolivia, Argentina, Colombia y finalmente 
Brasil (Conferencia impartida con motivo del II Congreso de la Conferencia mundial de la Justicia 
Constitucional, organizado por Tribunal Supremo Federal de Brasil y la Comisión de Venecia, realizado 
en la ciudad de Río de Janeiro, entre el 16 y 18 de enero de 2011). 
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ha ejercitado la figura de la autonomía procesal. Así  en 1803, se dictó una 
famosa sentencia, que fue elaborada por el  juez John Marshall, quien 
planteó una figura que no existía en la Constitución, que no estaba prevista: 
creó la figura del control judicial de la constitucionalidad de las leyes, pues 
la Constitución  norteamericana de 1787 no decía que ella estaba en 
superior jerarquía que las demás. Estaba como principio ínsito y nada más. 
En consecuencia, propuso la figura siguiente respecto al caso llamado  
Marbury versus Madison. 
 
Última  versión  corregida  para  el  Primer  Congreso  Paraguayo  
de  Derecho  Procesal Constitucional, realizado en la Ciudad de 
Encarnación, Departamento de Itapúa, República  de Paraguay, los días3, 
4 y 5 de septiembre de 2014.Recientemente, se desarrolló la conferencia 
magistral en Oaxaca, en el marco del Congreso Internacional de Derecho 
Procesal Constitucional, organizado por la Universidad Benito Juárez de 
Oaxaca, entre los días 24 al 27 de noviembre de 2015;  la   conferencia   
se  tituló:   “Cinco   problemas   contemporáneos   del   Derecho  Procesal 
Constitucional”. 
 
En un litigio concreto, si un juez encuentra que una ley no guarda 
compatibilidad con la Constitución, el juez desaplica la ley y prefiere la 
Constitución. Esa fue una revolución copernicana. Sobre esa figura 
revolucionaria del juez John Marshall, se ha derramado ríos de tinta en 
los dos siglos y seis años que ha cumplido ese caso. Aquí se tiene una 
figura de creación de autonomía procesal y, a partir de ese punto, habría 
que configurar el modelo americano o difuso o con efectos inter partes. 
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B. La introducción del amparo en Argentina. 
Otra figura de creación de autonomía procesal es la introducción del 
amparo en Argentina. 
 
Existieron algunos casos que fueron emblemáticos, como el de 
Samuel Cox o el de Ángel Siri. En Argentina, no existía el amparo hasta 
la década del sesenta; existía el hábeas corpus. Pero los jueces de la 
Corte Suprema de Justicia de Argentina, al hilo de una jurisprudencia, 
empezaron a crear la figura y a reconocer que el habeas corpus habría de 
redimensionarse en una figura homóloga, que es el amparo, para la tutela 
de cualquier tipo de derecho constitucional, porque el hábeas corpus sirve 
exclusivamente para la tutela de la libertad individual. Argentina tenía el 
habeas corpus, pero no tenía el amparo. Entonces, en la Argentina, por 
una creación pretoriana (entiéndase, por el juez) y no por el legislador  
democrático, se creó esa jurisprudencia y, a partir de ese momento, se 
reconoció la figura del amparo en Argentina. Después el legislador lo 
desarrolló en el nivel positivo. 
 
C. La   creación   del   bloque   de   constitucionalidad   por   el   
Consejo Constitucional francés. 
Otra figura es la creación del bloque de constitucionalidad por el Consejo 
Constitucional francés. El tribunal constitucional francés, que en dicho 
país se llama   Consejo   Constitucional,   creó   una   figura   que   hoy   
forma   parte   del pensamiento continental europeo: el bloque de  
constitucionalidad. 
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El bloque de constitucionalidad significa que si la Constitución 
es la que tiene, en términos kelsenianos, la máxima jerarquía y no puede 
haber otra norma que compita en esa jerarquía  más  que la 
Constitución,  entonces,  el  Consejo Constitucional francés crea la figura 
de que habrían otras normas que se incorporan en ese mismo rango de 
jerarquía y, en este caso, crea la figura del bloque y dice lo siguiente:  “la 
Declaración Universal de los Derechos del Hombre y del Ciudadano de 
1787, y el preámbulo de la anterior Constitución a la de 1958, se van a 
incorporar al  rango constitucional”. 
 
Entonces,  ese  bloque  significará  un  “conjunto  de  normas  de  
referencia”  que tendrán el mismo rango en jerarquía que la Constitución, 
para efectos prácticos, porque cuando el legislador produce una ley y 
luego alguien plantea una demanda contra esa ley, el Consejo 
Constitucional no sólo analiza si esa ley compatibiliza con  la Constitución, 
sino también extiende su compatibilidad, en este caso, con la Declaración  
Universal  de  los  Derechos  del  Hombre  y  del  Ciudadano,  con  el 
referido preámbulo y con otra ley que tiene ese mismo rango de jerarquía. 
 
D. El desarrollo de las tipologías de sentencias interpretativas por la 
Corte Constitucional italiana. 
Otra figura es el desarrollo de la tipología de sentencias interpretativas por 
la Corte Constitucional italiana. Normalmente los tribunales 
constitucionales declaran inconstitucional las leyes si es que hay que 
declararlas, y si no las declaran, simplemente, las declaran desestimativas 
y, al declararse así, se reputa constitucional esa ley. 
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Pero en Italia, bajo el influjo primigenio de la Suprema Corte 
Federal de los Estados Unidos de América, se crean sentencias 
distintas a las sentencias estimativas o desestimativas. Es decir, las 
sentencias típicas eran sentencias que declaraban o no inconstitucional; 
a eso se denomina sentencias típicas. Pero, en Italia, empieza a crearse 
una figura que se llama sentencias atípicas, en donde el intérprete 
supremo, esto es, la Corte Costituzionale de la República Italiana, prefiere 
no declarar inconstitucional la ley, porque, si la declara inconstitucional, el 
remedio puede ser peor que la enfermedad y se generarían gruesas 
afectaciones a la seguridad jurídica y, por lo tanto, decide utilizar mejor otra 
técnica, llamada sentencias interpretativas. Si el legislador dijo que la ley 
A es B, el intérprete supremo trata de hacer una interpretación en 
conformidad con la Constitución y dice, si el legislador dijo que A es B, de 
ahora en adelante, este intérprete dice que esta ley debe entenderse que 
A es C, porque C es una interpretación que se acomoda a la Constitución. 
 
Entonces, a eso se le denomina sentencias interpretativas y, a 
partir de ahí, hay varias   figuras, como son las sentencias 
interpretativas en sentido estricto,  las sentencias interpretativas 
manipulativas, las sentencias aditivas o  las sentencias exhortativas, entre 
otras. 
 
E. La   creación   del   estado   de   cosas   inconstitucional   por   la   
Corte Constitucional de Colombia. 
Siguiendo con la autonomía procesal, se tiene la figura de la creación 
del estado de  cosas  inconstitucionales.  Esa  es  otra  figura  que  el 
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Tribunal  Constitucional peruano también ha incorporado. Esa creación 
viene de la Corte Constitucional de Colombia. ¿En qué consiste? 
Supongamos que un ciudadano plantea un proceso de amparo. Hubo un 
caso, un habeas data que planteaba una jueza contra el Consejo Nacional 
de la Magistratura. Ella se sometió al proceso de ratificación ante el 
Consejo Nacional de la Magistratura y no la ratificaron. Cabe aclarar que 
los magistrados son objeto de ratificación cada siete años. Le tomaron el 
examen y la señora dio corte de rabo y oreja; la absolución de preguntas 
que hizo fue impecable, así como su desenvoltura en el tema, pero, al 
finalizar la evaluación, la jueza  no  aprobó  y el  Consejo  Nacional  de  la  
Magistratura  decidió  que  no  la ratificaría. Entones, ella pidió el vídeo 
en donde estaba filmado todo el desarrollo de su entrevista y el Consejo 
Nacional de la Magistratura dijo: “Bueno, aquí no estamos obligados a 
dárselo”. Esta señora planteó el requerimiento y el Consejo Nacional de la 
Magistratura no cumplió con ella. 
 
Al final, presentó un habeas data, que mediante recurso de agravio 
constitucional llega al Tribunal Constitucional. El Tribunal  dijo  al  respecto:  
“Bueno,  si  esta  persona  tiene  ese  problema,  tiene derecho a saber, 
porque es un tema sensible y que le atañe”. 
 
Entonces, a partir de un caso concreto, se declara el estado de 
cosa inconstitucional y, a partir de una sola sentencia, ésta tendrá 
efectos que trascienden a las partes. Porque normalmente las partes son 
las que se benefician en un proceso, y solo ellas, y no pueden beneficiarse 
terceras personas. Pero, en este caso, se crea revolucionariamente esta 
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figura y habrá la declaración del estado y cosas inconstitucionales con 
efectos que van más allá de las partes. Si bien la sentencia se dicta al hilo 
de un solo caso, tendrá un efecto dominó para todas las personas que 
tengan análogamente el mismo caso y ya no tendrán por qué estar 
planteando otro proceso, que en este caso fue de habeas data. 
 
F. Autonomía   Procesal   del   Tribunal   Constitucional   de   la   
República Dominicana 
“La autonomía Procesal en República Dominicana tiene su sustento 
legislativo, en el artículo 1, 2 de la Ley Orgánica del Tribunal 
Constitucional, donde se establece que el Tribunal Constitucional es el 
Órgano Supremo de interpretación y control de la constitucionalidad y para 
garantizar la supremacía y defensa de las normas y principios 
constitucionales y del derecho internacional vigente en la República, su 
uniforme   interpretación   y   aplicación,   así   como   los   derechos   y   
libertades fundamentales consagrados en la Constitución o en los 
instrumentos internacionales de derechos humanos aplicables”. 
 
Ya en el apartado relativo a los principios rectores del Sistema de 
Justicia Constitucional, la LOTC reafirma la obligación del TC de activar 
la Autonomía Procesal en aquellos casos de oscuridad, inexistencia o 
ineficacia del texto legislativo, así se tiene los principios de accesibilidad, 
constitucionalidad, efectividad, informalidad,  interdependencia,  
oficiosidad,  supletoriedad. Concordado con lo dispuesto por el artículo 9° 
de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional, cuando prevé la facultad 
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del Tribunal Constitucional para decidir sobre las cuestiones incidentales 
que surjan ante él y dirimirá las dificultades relativas a la ejecución de sus 
decisiones60. 
 
“En ese sentido en éste trabajo, se ha esbozado una definición de 
la  Autonomía Procesal del Tribunal Constitucional de la República 
Dominicana, entendida como la   atribución   del  Tribunal   Constitucional,   
con   fundamento   constitucional   y legislativo de crear, adecuar o 
dinamizar figuras procesales y procedimentales, a los  fines  de  garantizar  
la  Supremacía  Constitucional  y  la  protección  de  los Derechos 
Fundamentales”61. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
  
                                                         
60 Ibidem, p. 15-16 
61 FIALLO BILLINI S. ALBERTO; Autonomía del Tribunal Constitucional de la República Dominicana 
– III Congreso Internacional sobre derecho y justicia constitucional: “Carácter vinculante del precedente 
constitucional”, pág. 13 
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CAPÍTULO VI 
LA AUTONOMÍA PROCESAL EN EL PERÚ 
6.1. ANTECEDENTES 
Antes de abordar el tema de la figura de «Verfahrensautonomie» (que 
traducido al castellano es «autonomía procesal»), pasaremos hacer un 
breve análisis al fundamento doctrinario que utiliza el Tribunal 
Constitucional peruano para incorporar  esta  categoría  jurídica.  El  autor  
Peter  Häberle  realiza  un  ensayo titulado “Derecho procesal 
constitucional como derecho constitucional concreto frente  a  la  judicatura  
del  Tribunal  Constitucional”83,  este  ensayo  presenta  la postura 
preocupante del autor   con respecto a que el derecho procesal 
constitucional  es  como  un  derecho  constitucional  concretizado,  esta  
tesis  la formula el propio Tribunal Constitucional Federal Alemán, ya 
que por intermedio de   sus   decisiones   ellos   establecen   mecanismos   
procesales   que   a   su interpretación consisten en instrumentos de la Ley 
fundamental, los cuales son necesarios para poder accionar el derecho 
invocado; como señala Peter Häberle “[f]rente al carácter fragmentario 
de  las normas de  derecho procesal  y de la dinámica del asunto de la 
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jurisdiccionalidad constitucional, los métodos de interpretación cobran 
una importancia especial”84,  por cuanto lo  que  busca el Tribunal 
Constitucional es el cumplimiento de la defensa legal de la Constitución 
sin pensar por un momento en la admisibilidad de la demanda sino poder 
aclarar el fondo del asunto para tutelar las cuestiones que establece la Ley 
fundamental. En síntesis la teoría constitucional se resume en la fórmula 
de que el derecho procesal  constitucional  es  entendido  como  un  
derecho  constitucional concretizado,  y  como  señala  el  propio  autor  
“el  carácter  público  de  la Constitución todavía no está realizado 
óptimamente en el derecho procesal constitucional”85;  en  mi  opinión  
cuando  el  Tribunal  Constitucional  erige  esta postura estamos ante un 
mecanismo de defensa ante los obstáculos normativos de  los  procesos  
constitucionales,  el  desarrollo  de  la  autonomía  procesal  del Tribunal 
Constitucional en la doctrina nacional se fundamenta esencialmente en la 
teoría  de  Häberle,  en  la  que  es  necesario  distinguir  la  interpretación  
y  la conversión de las disposiciones procesales de la Ley Fundamental. 
 
El espectro bajo el cual se entiende el derecho procesal 
constitucional como un derecho constitucional concretizado, según el 
citado autor es bajo dos sentidos “el primero de ellos en que él mismo es 
Derecho Constitucional concretizado; y el segundo sentido en que le sirve 
al Tribunal Constitucional para concretizar la Constitución”86   lo que quiere 
decir que “un Tribunal Constitucional debería vivir según sus propias 
reglas de actuación, adaptadas a sus funciones especiales y puede 
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incluso crearlas en parte”87, esta misma postura es defendida por César 
Landa en diversas sentencias donde aplica la autonomía procesal. 
 
6.2. LA INCORPORACIÓN DE LA AUTONOMÍA PROCESAL EN 
EL PERÚ 
Tenemos que referir que antes de la introducción de la autonomía 
procesal, el Tribunal Constitucional peruano tuvo grandes aportes en la 
defensa de los derechos constitucionales y principios constitucionales, es 
necesario recalcar que estos  aportes  fueron  durante  las  etapas  iníciales  
del  Tribunal  Constitucional cuando su labor jurisprudencial era limitada. 
Estos aportes se dieron en las etapas de desarrollo del Tribunal 
Constitucional, según el autor Samuel B. Abad Yupanqui las etapas más 
importantes del Tribunal Constitucional fueron cinco “la primera, era una 
etapa fundacional que va desde junio de 1996, fecha en que dicho órgano 
se instaló, y culmina en mayo de 1997 con la arbitraria destitución de tres 
de sus magistrados por el Congreso por cuestionar la constitucionalidad 
de una ley que permitía  una  nueva  reelección  presidencial.  Una  
segunda  que  acabó  en noviembre del 2000 y durante la cual funcionó 
con sólo cuatro magistrados y, por tanto, no podía resolver procesos de 
inconstitucionalidad. En estas dos primeras etapas el Tribunal 
Constitucional funcionó severamente limitado. La tercera etapa se inicia 
con la restitución –en noviembre del 2000- de los tres magistrados 
destituidos, cuando ya había sido vacado del cargo presidencial del 
Ingeniero Alberto Fujimori. 
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La cuarta empieza en  mayo del año 2002 con el nombramiento 
de cuatro nuevos  magistrados  del  Tribunal  y  su  respectiva  renovación  
ocurrida  el  año 2007”88, aclaramos que en la cuarta etapa es donde el 
Tribunal Constitucional desarrollo más figuras jurisprudenciales, una de 
ellas es la categoría jurídica germana denominada autonomía procesal, 
introducida por el ex miembro del Tribunal  Constitucional,  el  magistrado  
César  Landa Arroyo,  y al  igual  que  en Alemania está categoría jurídica 
fue introducida a través de la jurisprudencia. Por intermedio de la 
Resolución del Tribunal Constitucional recaída en el Exp.  N° 0020-
2005-PI/TC de fecha 08 de agosto del 2005, donde se dio a conocer esta 
categoría jurídica en el Perú, donde atendiendo, a la demanda 
presentada por 31 “Congresistas  para  ser  considerados  como  
litisconsortes  facultativos  en  la demanda de inconstitucionalidad 
presentada por la Presidencia del Consejo de Ministros contra los artículos 
1°, 2° y 3° de la Ordenanza Regional N.° 031-2005- GRC/CRC,   expedida   
por   el   Gobierno   Regional   de   Cusco,   el   Tribunal Constitucional 
peruano considera que ante el conflicto versado en el proceso, existe 
un vacío normativo en la legislación procesal constitucional”88, y se 
sostiene en el segundo fundamento de la resolución del Colegiado lo 
siguiente: “toda concepción de la Constitución trae consigo una 
concepción del procedimiento, como toda concepción del procedimiento 
trae consigo una concepción de Constitución. 
 
El   Tribunal   Constitucional,   como   máximo   intérprete   de   la 
Constitución y órgano supremo de control de la constitucionalidad, es 
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titular de una autonomía procesal para desarrollar y complementar la 
regulación procesal constitucional  a  través  de  la  jurisprudencia,  en  el  
marco  de  los  principios generales del Derecho Constitucional material y 
de los fines de los procesos constitucionales”89, “como se puede apreciar 
de este segundo fundamento el propio Tribunal Constitucional, establece 
la autonomía procesal como la facultad de este mismo Tribunal de poder 
crear y regular normas procesales constitucionales, este Colegiado 
peruano alude que esta autonomía procesal fue conferida tácitamente por 
lo estipulado en el artículo 201° de la Constitución Política del Perú. Este 
argumento causó revuelo entre algunos juristas en razón a que este 
Tribunal Constitucional interpretó que la autonomía que ostenta abarca el 
ámbito de creación y regulación normativa, uno de los opositares de la 
aplicación y creación de  la  autonomía  procesal,  es  el  jurista  Juan  
Monroy  Gálvez  que  señala  lo siguiente “s una falacia la aplicación 
incorrecta de un principio lógico o la aplicación de un principio lógico 
inexistente”90   para el citado autor esta petición constituye  un  error  
jurisprudencial,  aplicar  esta  categoría  jurídica  en  nuestra legislación. 
 
6.3. DEFINICIÓN DE LA «AUTONOMÍA PROCESAL» 
Mediante la Resolución del Tribunal Constitucional recaída en el Exp. N° 
0020 - 2005-PI/TC de fecha 08 de agosto del 2005, se crea la categoría 
jurídica de la «autonomía procesal», muchos juristas opinan sobre la 
introducción de esta categoría jurídica, así por ejemplo tenemos al ex 
Asesor del Tribunal Constitucional, Mijaíl Mendoza que se refiere a la 
«autonomía procesal» como la «autonomía procesal constitucional»,  
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definiéndola de la siguiente  manera “[l]a autonomía procesal 
constitucional denota la potestad de creación judicial del derecho, más 
específicamente, la potestad de creación judicial del derecho procesal 
constitucional”, el mencionado autor califica a la autonomía procesal como 
una potestad de creación judicial que ostenta el Tribunal Constitucional a 
través del cual puede llegar a la consecución de los fines de los procesos 
constitucionales conforme lo establece el artículo 200° de la Constitución 
Política del Perú, y como lo afirma el citado autor la autonomía procesal 
constitucional “se da cuando un vacío legislativo es integrado a través de 
la creación de una norma procesal ad hoc, valiéndose al efecto de cualquier 
recurso diferente a la aplicación analógica de normas procesales 
ordinarias. Es aquí donde tiene lugar la   creación   normativa   en   mérito   
al   principio   de   autonomía   procesal constitucional”62 
 
        En síntesis este autor refiere que la definición correcta para la 
«autonomía procesal» es conceptualizarla como una potestad exclusiva 
que tiene el órgano ad hoc, quien es el único que a través de la 
interpretación e integración crea y regula el derecho constitucional. 
 
Por otra parte, tenemos la definición de César Landa Arrayo, que 
conceptúa a la  autonomía  procesal  de  la  siguiente  manera  “el  concepto  
de  autonomía procesal encuentra dos concepciones en el Estado 
constitucional; una propia del derecho privado, en virtud de la cual nadie 
está obligado a hacer lo que la ley no manda ni impedido de hacer lo que 
                                                         
62 Ibídem. 
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ella no prohíbe, fundado en la autonomía de la voluntad privada, mientras 
que en el derecho público, la autonomía de los poderes públicos gobiernos 
regionales y locales y los organismos constitucionales se fundan  en  el  
principio  de  división  y  control  de  poderes.  La  autonomía  en  el derecho 
público se funda en el derecho objetivo, establecido en el sistema de 
fuentes del derecho, donde no sólo las normas, sino también la 
jurisprudencia, de manera subsidiaria, se constituyen en fuente de 
irradiación del derecho. Tal es el caso de las sentencias del Tribunal 
Constitucional, que habiendo sido emitidas por el supremo intérprete de la 
Constitución, constituyen una fuente del derecho y vinculan a todos los 
poderes del Estado, puesto que todos estamos bajo la Constitución”63 
 
Para César Landa Arrayo el citado concepto se resume en la 
siguiente  idea  “la  autonomía  procesal  es  tanto  un  atributo  de  un  poder  
u organismo independiente como la capacidad de actuación de dicho 
organismo constitucional  —como  el  Tribunal  Constitucional—  para  
cumplir  sus  fines  de control  constitucional  con  las  limitaciones  y  
responsabilidades  que  la  propia Constitución y las leyes establecen”64 
 
Otra definición de la autonomía procesal es la del autor Jorge León 
Vásquez, asesor del Tribunal Constitucional que refiere que en un sentido 
amplio “la autonomía procesal puede ser entendida como aquella facultad 
                                                         
63 FERRER MAC-GREGOR, Eduardo. LA CIENCIA DEL DERECHO PROCESAL CONSTITUCIONAL, 
“Estudios en homenaje a Héctor Fix-Zamudio en sus cincuenta años como investigador del derecho”, 
UNIVERSIDAD NACIONAL AUTÓNOMA DE MÉXICO INSTITUTO MEXICANO DE DERECHO 
PROCESAL CONSTITUCIONAL, TOMO II, México, 2008, p. 243. 
64 Ibídem. 
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jurisdiccional del Tribunal Constitucional para configurar, con un margen 
libre de razonabilidad, su Derecho Procesal, a través de su interpretación e 
integración jurídica”65 
 
Según el citado autor con este sentido amplio de definición se 
puede entender  que el Tribunal Constitucional cuenta con esta autonomía 
conforme se encuentra dispuesto en el artículo 201° de la Constitución, que 
como sabemos hace mención a que el Tribunal Constitucional es autónomo 
e independiente, por lo tanto  a la conclusión que llega el citado autor es 
básicamente que el Tribunal Constitucional “cuenta con autonomía 
funcional, administrativa, normativa, presupuestaria, pero también en cierto 
modo, de una autonomía procesal, pudiéndose sostener que la autonomía 
a que hace alusión dicha disposición es también autonomía para configurar 
libremente su Derecho Procesal”, el autor señala también que la autonomía 
procesal del Tribunal Constitucional no solo se encuentra en el artículo 201 
de la Constitución, sino también en el artículo 51 y el artículo 139.8 de la 
Constitución, esto en mérito a que “el primero de ellos recoge el principio 
jurídico de supremacía constitucional y el principio de fuerza normativa de 
la Constitución, lo que implica que de constatarse una deficiencia o un 
vacío jurídico en la legislación procesal, dicha deficiencia o laguna 
procesal no puede condicionarse la eficacia directa e inmediata de las 
disposiciones constitucionales, dicho más claramente, la imposibilidad de 
que el legislador pueda establecer una regulación”66 
                                                         
65 Citado por: SÁENZ DÁVALOS, Luis. En: el AMPARO contra AMPARO y el RECURSO de AGRAVIO a 
favor del PRECEDENTE, Palestra Editores, Lima, 2007, p. 215. 
66 Ibídem, p. 214. 
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“total de los procesos constitucionales no es óbice para que el 
Tribunal Constitucional  resuelva  una  controversia  constitucional  
sometida  a  su competencia; el segundo de los artículos antes citados 
establece un mandato constitucional claro para todos los jueces, incluido, 
como es obvio, el Tribunal Constitucional, el principio constitucional de no 
dejar de administrar justicia por vacío o deficiencia de la ley, vacío o 
deficiencia que no cabe entender únicamente en relación con la legislación 
sustantiva aplicable al caso, sino también en referencia a la leyes 
procesales”67. 
 
La definición de los citados autores, en todas ellas genera una 
posición positiva para la autonomía procesal del Tribunal Constitucional, 
señalando claro que dos de ellos actuaban como asesores del Tribunal 
Constitucional y el otro era un ex miembro del Tribunal, la postura de las 
definiciones optadas por estos autores nos conlleva a la idea general de 
entender que la autonomía procesal del Tribunal Constitucional se 
encuentra implícitamente en el artículo 201 de la Constitución, la misma 
que constituye una potestad libre que tiene el Tribunal de crear Derecho 
Procesal Constitucional a través de precedentes vinculantes, no obstante 
esta categoría jurídica también es esencial para alcanzar los fines de los 
procesos constitucionales y de esta forma garantizar la primacía de la 
Constitución y la vigencia efectiva  de los derechos   constitucionales   de   
manera   factible, básicamente en las palabras que acabo de resumir 
                                                         
67 Citado por: SÁENZ DÁVALOS, Luis. En: el AMPARO contra AMPARO y el RECURSO de AGRAVIO a 
favor del PRECEDENTE, Palestra Editores, Lima, 2007, p. 214. 
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es lo que concuerdan los citados autores,   ahora   para   contrastar   estas   
definiciones   tomemos   otras definiciones contrarias a las posiciones 
desarrolladas. 
 
El autor Mauro Alejandro Rivas, refiere que entender a la autonomía 
procesal como un concepto que avala la creación de normas sustanciales 
y procesales de manera exclusiva por el Tribunal Constitucional, nos deja 
esencialmente el siguiente cuestionamiento “a) ¿cuenta la autonomía 
procesal con algún apoyo en el ordenamiento jurídico que la justifique?”68 
 
Con referencia al primer cuestionamiento el autor señala que “[p]ues, 
si bien no existe ninguna norma constitucional  o  legal  que  le  confiera  
facultades  normativas,  la  posición  del Tribunal Constitucional como 
Supremo Intérprete de la Constitución garantizaría su autonomía para 
crear Derecho, toda vez que, además de ser un organismo jurisdiccional, 
también se encuentra dotado de autonomía constitucional (organismo 
constitucional autónomo), hecho que lo diferencia del Poder Judicial y que, 
por lo tanto, le confiere facultades especiales que van más allá de la 
discrecionalidad judicial”69 
 
Lo que el autor nos quiere referir es que expresamente no hay 
ninguna norma constitucional o legal que le confiera al Tribunal facultades 
                                                         
68 Citado por: ACHULLI ESPINOZA, Maribel. En. Estudios sobre los MEDIOS IMPUGNATORIOS en los 
procesos LABORALES y CONSTITUCIONALES, Gaceta Jurídica, Lima, 2011, p. 317. 
69 Citado por: ACHULLI ESPINOZA, Maribel. En. Estudios sobre los MEDIOS IMPUGNATORIOS en los 
procesos LABORALES y CONSTITUCIONALES, Gaceta Jurídica, Lima, 2011, p. 320. 
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normativas, es decir que pueda regular a través de la autonomía procesal 
normas procesales constitucionales. Pasando a otro autor que difiere de la 
incorporación de la autonomía procesal, tenemos a Juan Monroy Gálvez 
que refiere que “el concepto de autonomía procesal no se diferencia 
en absoluto de los métodos convencionales de integración, sin el riesgo 
de vulnerar el principio de separación de poderes”70 
 
Para concluir podemos observar que las definiciones aportadas 
entre las que apoyan a la autonomía procesal y las que se oponen a ésta, 
nos confieren a ver de cerca si la definición que argumentan se demuestra 
en la aplicación de la misma, para poder establecer una definición propia 
quisiera tomar algunos ejemplos para contrastar las posiciones vertidas 
anteriormente; primero tenemos lo sucedido en la Resolución del Tribunal 
Constitucional recaída en el Exp. N° 0025-2005-PI/TC y 0026-2005-PI/TC 
(acumulados), donde se crea sujeto procesal del «partícipe», el mismo que 
interviene en el proceso de inconstitucionalidad pero no tiene interés ni 
legitimidad, en la posición de los tres autores que apoyan a la autonomía 
procesal, habrán observado que por intermedio de la figura procesal del 
«partícipe» se le niega la intervención a sujetos legitimados para intervenir 
en el proceso de inconstitucionalidad conforme lo dispone la Constitución; 
conviene resaltar el hecho más transcendente de la controversia que 
genera la aplicación de la autonomía procesal, así tenemos lo sucedido en 
la Resolución del Tribunal Constitucional recaída en el Exp. N.° 00010-006-
PI/TC donde el Tribunal Constitucional incorpora al Colegio de Obstetras 
del Perú en el proceso de inconstitucionalidad como «partícipe», teniendo 
                                                         
70 Ibídem, p. 321. 
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en cuenta que en dicho proceso se discutía una Ley que modificaba y 
derogaba varios artículos del decreto que creaba el Colegio de Obstetras 
del Perú, y en atención a eso Tribunal considera que dicho Colegio 
profesional intervenga como un «partícipe»  y no como un litisconsorte 
facultativo, ahora este ejemplo no demuestra que la definición de la 
autonomía procesal apoyada por los autores defensores de esta categoría 
es contradictoria y más aún cuando argumentan que la autonomía procesal 
persigue los fines de los procesos constitucionales así como vigencia 
efectiva de los derechos constitucionales, y como vemos del ejemplo la 
autonomía procesal vulnera el  derecho constitucional  que tiene  el 
Colegio de Obstetras del  Perú notoriamente; debo aludir que el ejemplo 
mencionado es necesario tomarlo en cuenta al momento de definir a la 
autonomía procesal y también al momento de apoyarla. Otro ejemplo que 
quisiera mostrar es lo sucedido en el fundamento 24 de la Sentencia del 
Tribunal Constitucional en el Exp. N.° 05287-2008-PA/TC, donde el 
Tribunal Constitucional establece que las reglas sustantivas y procesales 
fijadas en la institución de represión de actos homogéneos deben ser 
extendidas a los procesos de hábeas corpus, hábeas data y de 
cumplimiento, de esta manera el Tribunal solo está aplicando al caso en 
concreto el método de integración jurídica, como señala Juan Monroy 
Gálvez el concepto base de la autonomía procesal  no  se  diferencia  en  
nada  del  método  de  integración  jurídica.  Para concluir la definición de 
la autonomía procesal va ligada a los fines que persigue ahora contrastar 
que esa definición se ajuste a la aplicación de ésta en los procesos 
constitucionales es algo que tenemos que comprobar en nuestras 
sentencias, sin embargo de todas las definiciones expeditas en este  
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acápite, finalizó definiendo a la «autonomía procesal» como una potestad 
de creación y regulación, de instituciones y normas procesales 
constitucionales a través de la jurisprudencia, este potestad solo es 
exclusiva del Tribunal Constitucional. 
 
6.4. LÍMITES DE LA «AUTONOMÍA PROCESAL» 
En la Resolución del Tribunal Constitucional recaída en el Exp. N° 0020-
2005- PI/TC, se estableció los límites por los cuales el Tribunal 
Constitucional aplicaría la autonomía procesal, señalando lo siguiente: 
Que, sin embargo, esta atribución está sujeta a tres límites: 
 
 
       “El  Primer  limite,  la  regulación  constitucional  y  legal  en  donde  
se  han establecido los principios fundamentales del proceso constitucional, 
en este caso el artículo 200° de la Constitución, el Código Procesal 
Constitucional y la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional, puesto que la 
complementación a la cual puede avocarse el Tribunal no supone una 
ampliación de sus competencias”. 
 
        “El Segundo limite, se realiza en base al uso del Derecho 
Constitucional material, pero no de manera absoluta; es el caso, por 
ejemplo, de las lagunas existentes en las prescripciones procesales 
legales que se detectan y cubren mediante la interpretación que realiza el 
Tribunal, en el cumplimiento de las funciones que le están encomendadas 
por la Constitución, empleando para ello   determinadas   instituciones   
procesales como la del   litisconsorte facultativo a la que se recurre en la 
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presente resolución, el espectro es bastante amplio, por ejemplo respecto 
a plazos, emplazamientos, notificaciones, citaciones, posibilidad de 
modificación, retirada, acumulación y separación de demandas, 
admisibilidad de demandas subsidiarias y condicionales, derecho por 
pobre, procedimiento de determinación de costas, capacidad procesal, 
consecuencias de la muerte del demandante, retroacción de las 
actuaciones y demás situaciones que, no habiendo sido previstas por el 
legislador”, podrían ser el “indicio claro de la intención del mismo de dejar 
ciertas cuestiones para que el Tribunal mismo las regule a través de su 
praxis jurisprudencial, bajo la forma de principios y reglas como parte de 
un pronunciamiento judicial en un caso concreto. No obstante, esta 
aplicación analógica no debe entenderse como una mera translación 
mecánica de instituciones”. 
 
         “El tercer limite, debe reconocer el lugar que ocupa el Derecho 
Procesal Constitucional dentro del ámbito del Derecho Procesal general, 
afirmándose la naturaleza del Tribunal Constitucional como órgano 
jurisdiccional, sin que ello suponga negar las singularidades de la 
jurisdicción constitucional y los principios materiales que la informan; lo 
contrario comportaría el riesgo de someterse a un positivismo jurídico 
procesal basado en la ley”71 
 
 
Estos  límites  fijados  por  el Tribunal  Constitucional,  nos  
establecen,  que  el primer límite que debe cumplir el Colegiado cuando 
                                                         
71 En www.tc.gob.pe. RTC. 0020-2005-PI/TC, fundamento jurídico 3. 
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aplique la «autonomía procesal» es la Constitución; el segundo límite que 
debe de cumplir el Tribunal Constitucional cuando aplique la «autonomía 
procesal» es el uso del Derecho Constitucional material y el uso del 
método de interpretación e integración jurídica cuando se presente vacíos 
legislativos latentes o insalvables; y el tercer límite que debe de cumplir 
cuando aplique la «autonomía procesal» son los principios materiales  del  
Derecho  Procesal  Constitucional,  es  decir  la  aplicación  de  la 
autonomía procesal coadyuva al fin de los procesos constitucionales. 
Cuando el Tribunal establece estos límites se entiende que cuando aplica 
la «autonomía procesal» cumple con respetar cada uno de los límites 
nombrados porque de lo contrario no podría aplicar la «autonomía 
procesal» ahora un ejemplo claro del incumplimiento del primer límite de 
la «autonomía procesal» es el fundamento 40 de la Sentencia del Tribunal 
Constitucional recaída en el Exp. N.° 4853-2004- PA/TC (precedente que 
establece el recurso de agravio constitucional a favor del precedente) 
sentencia que Tribunal Constitucional deja sin efecto en la Sentencia del 
Tribunal Constitucional recaída en el Exp. Nº 03908-2007-PA/TC, el 
Colegiado deja sin efecto dicho precedente en razón a que afectaba el 
inciso 2) del artículo 202º de la Constitución y el artículo 18º del Código 
Procesal Constitucional, este caso demuestra que el Tribunal 
Constitucional no actuó con sujeción a su primer límite, ahora de los 
tantos casos en los que aplica el Tribunal Constitucional la «autonomía 
procesal» cumplirá con los límites establecidos. Para conocer más de 
cerca estos límites precisaremos la breve exposición realizada por el 
introductor de la «autonomía procesal» en el Perú. 
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En el caso de la creación del sujeto procesal del partícipe,  el 
Tribunal  ha obviado el primer límite de la autonomía procesal, en razón a 
que ha negado la intervención de sujetos legitimados al proceso de 
inconstitucionalidad un claro ejemplo es la Resolución del Tribunal 
Constitucional recaída en el Exp. N.° 00010- 2006-PI/TC, donde teniendo 
a la vista todos los elementos jurídicos que le permitían intervenir en el 
proceso de inconstitucionalidad se le niega totalmente esa posibilidad. 
 
Ahora con respecto al segundo límite, en el fundamento 40 de la 
Sentencia del Tribunal Constitucional recaída en el Exp. N.° 4853-2004-
PA/TC que justifica la creación de reglas procesales ante el vacío 
normativo del recurso de agravio constitucional, que luego el mismo 
Tribunal en el apartado c del fundamento 6 de la Sentencia del Tribunal 
Constitucional recaída en el Exp. Nº 03908-2007-PA/TC, establece que 
no existía ningún vacío legislativo, ya que tanto la Constitución como 
el propio Código Procesal Constitucional tienen contemplados de manera 
precisa los casos en los que es posible interponer un recurso de agravio 
constitucional,  claramente  se  trasunta  que  el Tribunal  ha  obviado  el  
segundo límite. 
 
Debemos de tener en cuenta que en los casos en los cuales la 
aplicación de la autonomía procesal se sujete a sus límites se podrá 
obtener casos en los cuales esta categoría jurídica pueda aplicarse 
válidamente, llegamos a este argumento porque  el  primer  límite  es  la  
Constitución  y  con  eso  ya  estipula  que  está supeditada  a  la  Norma  
Fundamental  sin  más  discusión.  Para  tener  otra perspectiva de los 
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límites de la autonomía procesal, desarrollemos los argumentos del que 
introdujo esta categoría jurídica en el Perú. 
 
Para Cesar Landa Arroyo los límites de la autonomía procesal 
se dividen en dos,  limites  formales  y  limites  materiales;  donde  los  
limites  formales  se encuentran estructurados por la Constitución, las 
leyes y los tratados internacionales,  dentro  del  marco  de  la  
Constitución, “Este  límite  ha  sido concebido como una manifestación 
del principio de separación de poderes, toda vez que el Tribunal 
Constitucional no podrá interferir, en el ejercicio de su autonomía procesal, 
en la esfera de competencias de otro órgano o poder del Estado, en 
particular del Poder Legislativo”72 
 
Para el citado autor la autonomía procesal del Tribunal 
Constitucional no supone ampliar las competencias que no le han sido 
conferidas al Tribunal Constitucional por la Constitución. 
 
Por consiguiente el Tribunal Constitucional “no podrá apartarse de 
aquellas normas   constitucionales   y   legales   que   han   establecido   
los   principios fundamentales   de   los   procesos   constitucionales,   pero   
sí   interpretarlas   e integrarlas  de ser necesario, como son el artículo 
200 de la Constitución- Ley N° 28237-y la Ley Orgánica del Tribunal 
Constitucional- Ley N° 28301”73 
                                                         
72 PRIORI POSADA, Giovanni F. Ob. cit. p. 643. 
73 Ibídem. p. 643. 
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Es por tal motivo que el límite formal de la autonomía procesal del 
Tribunal Constitucional peruano es la Constitución. “La autonomía 
procesal no puede desarrollarse al margen de los fines constitucionales, 
conforme a lo dispuesto en el Artículo II del Título Preliminar del Código 
Procesal Constitucional “[l]a vigencia efectiva de los derechos 
fundamentales y la vigencia de la Constitución”74 
 
En tal sentido el Tribunal Constitucional  peruano  esta  llamado  
garantizar  la  vigencia  efectiva  de  los derechos fundamentales y la 
primacía de la Constitución y que no cedan ante la ausencia  o  
deficiencia  de  las  normas  procesales,  el  Tribunal  Constitucional” 
Peruano introduce la autonomía procesal con el objetivo de no dejar al 
margen los fines constitucionales del proceso constitucional. 
 
Los límites materiales se encuentran bajo los principios de 
subsidiariedad, razonabilidad y proporcionalidad, e interdicción de la 
arbitrariedad, estos principios se expresan en la jurisprudencia 
constitucional. 
 
“Sobre el principio de subsidiariedad se puede referir que en caso 
de  detectar lagunas procesales legales, el Tribunal Constitucional 
peruano puede integrarlas empleando para ello determinadas instituciones 
procesales, sin que ello implique, evidentemente, trasladar dichas 
                                                         
74 TUPAYACHI  SOTOMAYOR,  Jhonny.  CÓDIGO  PROCESAL  CONSTITUCIONAL  COMENTADO. 
Editorial ADRUS, Arequipa, 2009, p. 37. 
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instituciones mecánicamente, y como se tiene en la sentencia del 
expediente N°020-2005-AI”, en que la establece que “no habiendo  sido  
previstas  por  el  legislador,  podrían  ser  el  indicio  claro  de  la intención 
del mismo de dejar ciertas cuestiones para que el Tribunal mismo las 
regule a través de su praxis jurisprudencial, bajo la forma de principios y 
reglas como parte de un pronunciamiento judicial en un caso concreto”75 
 
Los  Principios  de  Razonabilidad  y  Proporcionalidad  son  los  
límites  que  se imponen  ante  la  autonomía  procesal  del  Tribunal  
Constitucional  peruano, conforme se establece en el artículo 200° de la 
Constitución, son aplicables a todo el ordenamiento constitucional. Para 
que dichos principios se constituyan exigen la configuración autónoma 
del proceso que se justifique plenamente en los fines que el Tribunal 
Constitucional según el precedente vinculante recaído en el Exp. N° 
02409-2002-AA de fecha 07 de noviembre del 2002 que reconoce el 
Tribunal Constitucional como “guardián y supremo intérprete de la 
Constitución, y mediante la acción hermenéutica e integradora de ella, se 
encarga de declarar y establecer los  contenidos  de  los  valores,  
principios  y normas  consignados  en  el  corpus constitucional”76 
 
Entonces dicho órgano constitucional busca garantizar la 
Constitución, y por cuanto se presupone, por parte de dicho órgano 
constitucional, la necesidad de evaluar: “a) si la aplicación del principio de 
autonomía procesal es idónea para conseguir el fin constitucional que se 
                                                         
75 En: www.tc.gob.pe. STC Exp. N° 020-2005-PI/TC 
76 TRIBUNAL CONSTITUCIONAL DEL PERÚ. LA CONSTITUCIÓN EN LA JURISPRUDENCIA DEL 
TRIBUNAL CONSTITUCIONAL “Sentencias vinculadas con los artículos de la Constitución”, Gaceta 
Jurídica, Lima, 2006, p. 873. 
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pretende con tal medida, b) si existe una autentica necesidad de aplicar 
dicho principio y   c) si el grado de libertad que asume el Tribunal 
Constitucional en la configuración de su derecho procesal es  proporcional 
con los fines que se persigue alcanzar”77 
 
Ahora  bien  tenemos  el  principio  de  interdicción  de  la  
arbitrariedad,  este principio no se encuentra expresamente establecido 
en la Constitución, empero como puede desprenderse en el artículo 45° 
que señala lo siguiente  “el poder del Estado emana del pueblo. Quienes 
lo ejercen lo hacen con las limitaciones y responsabilidades que la 
Constitución y las leyes establecen”. “En tal sentido el Tribunal 
Constitucional se ha pronunciado en su jurisprudencia, y refiere que en 
toda institución pública se ejerce el poder, no obstante estos se encuentran 
sometidos  a  la  expresión  popular  de  un  régimen  democrático  tal  y 
como  se encuentra   estipulada   en   el   texto   constitucional,   asimismo   
el   Tribunal Constitucional  proscribe  los  excesos  de  poder  por  parte  
de  los  órganos  del Estado, que deben actuar legítimamente en el marco 
de las atribuciones que les han sido constitucional y legalmente 
conferidas. Es necesario precisar que este principio tiene doble 
significado el primero en un sentido clásico y genérico, la arbitrariedad 
aparece como el reverso de la justicia y el derecho” y el segundo en un 
“sentido moderno y concreto, la arbitrariedad aparece como lo carente  de 
fundamentación objetiva; como lo incongruente y contradictorio con la 
                                                         
77 LANDA ARROYO, César. Teoría del Derecho Procesal Constitucional, editorial Palestra, Lima, 2004, p. 
237.  
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realidad que ha de servir de base de toda decisión”; aunque el Tribunal 
Constitucional peruano se ha pronunciado sobre el principio de 
interdicción de la arbitrariedad aún no se encuentra expresamente 
precisado. 
 
“En síntesis, lo que el Tribunal Constitucional quiso conseguir con 
la incorporación de la autonomía procesal es cumplir con los fines 
esenciales de los procesos constitucionales, y como refieren en las 
sentencias donde aplican la autonomía  procesal,  el  Colegiado  peruano  
establece  que  al  ser  órgano Supremo  de  control  de  la  
constitucionalidad,  puede  y debe  utilizar  todos  los mecanismos 
necesarios para cumplir con sus fines, asimismo refieren que esta 
categoría jurídica en caso de vacío o insuficiencia de la normatividad 
procesal constitucional  aplica  la  autonomía  procesal con  el  método  
de  integración jurídica, debemos aclarar respecto a este punto que desde 
la creación del Tribunal Constitucional se ha venido aplicando los métodos 
de interpretación e integración jurídica, mucho antes de la incorporación 
de la autonomía procesal sin embargo el Colegiado quiso establecer que 
la autonomía procesal actúa en base a los métodos de integración e 
interpretación. Otro punto obtenido del desarrollo  de  los  limites  es  que  
el  Colegiado  ha  demostrado  un  énfasis  en respetar la Constitución,   
es así que el primer parámetro de aplicación de esta categoría jurídica 
se ciñe a la Carta Magna, cabe precisar que estos límites deben de ser 
cumplidos en los casos donde se aplique la autonomía procesal, y como 
vimos de los sentencias descritas líneas antes la aplicación de la 
105 
 
autonomía procesal contraviene sus propios límites, este debemos de 
tenerlo en cuenta”108. 
 
6. 5. REFLEXIONES SOBRE LA APLICACIÓN DE LA AUTONOMÍA 
PROCESAL EN EL PERÚ. 
La  intención  de  este  acápite  es  ver  diferentes  puntos  de  vista  de  
los doctrinarios respecto a la inesperada creación y aplicación de la 
autonomía procesal en el Perú. Los profesores Samuel B. Abad Yupanqui 
y Fernando Castañeda Portocarrero son los primeros en realizar un 
análisis crítico respecto al ejercicio de esta categoría jurídica. 
 
En  el  anterior  acápite  a  este,  tocamos  la  incorporación  de  
esta  categoría jurídica en el Perú, establecimos cuál fue el precedente 
que la introdujo como una potestad que ostenta el Tribunal Constitucional 
peruano y, como era de esperar, la introducción de esta categoría originó 
algunos cuestionamientos respecto al ejercicio de la misma, como por 
ejemplo ¿Es realmente necesaria la aplicación de la autonomía procesal? 
¿Qué objetivo o finalidad busca realmente? Uno de estos 
cuestionamientos es la del profesor Samuel B. Abad Yupanqui respecto 
a si es una figura esencial, y luego de este cuestionamiento él responde 
de la siguiente manera “(…) A nuestro juicio, la denominada «autonomía 
procesal» del Tribunal Constitucional es una figura que resulta 
innecesaria. Más   aún si se pretende justificar en la polémica tesis de 
Häberle que considera que el Derecho Procesal Constitucional es un 
“Derecho Constitucional concretizado”. Consideramos que es 
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indispensable rescatar el carácter instrumental del Derecho Procesal y a 
partir de ahí interpretar, integrar y adaptar las categorías de los procesos 
constitucionales para cumplir con su finalidad urgente de proteger los 
principios y derechos fundamentales”110, en opinión del citado autor,  la 
utilización de esta categoría jurídica es insulsa ya que su aplicación no 
significa un aporte al desarrollo jurisprudencial del Tribunal, por el 
contrario genera un conflicto de primer orden en cuanto a la creación de 
normas procesales a través de la jurisprudencia, por cuanto sabemos 
que la función delegada por la Constitución al Tribunal Constitucional es 
clara y precisa, entonces que este Tribunal interprete que tiene una 
autonomía como órgano constitucional independiente no significa que 
tenga autonomía para crear normas procesales que modifiquen o recreen 
a los procesos constitucionales, teniendo en cuenta que la autonomía 
que se sitúa en el artículo 201  de  la  Constitución  no  refiere  
implícitamente  la  autonomía  procesal  para regular normas procesales, 
diferente es la interpretación que realiza el TC alemán de su Ley Orgánica 
donde manera expresa se presenta un espectro amplio de la forma de 
ejecución de sus sentencias o de las formas procesales de tutela de los 
derechos fundamentales que puede optar, básicamente el TC peruano 
interpreta que  al  referir  el  precepto  constitucional  que  el  Tribunal  
Constitucional  es  un órgano «autónomo» no condice que esa autonomía 
es de regulación de normas procesales a través del precedente 
vinculante, lo cual genera que la «autonomía procesal» del TC peruano 
sea carente de un sustento jurídico directo o implícito en su defecto. 
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Otra crítica reflexiva que debemos resaltar es la del Profesor 
Fernando Castañeda Portocarrero que señala que la aplicación de la 
«autonomía procesal» en el Perú es distinta a la germana por cuanto 
refiere “la «autonomía procesal» es calificada como un poder excepcional 
“cuasi-legislativa” de los Tribunales Constitucionales que les permite 
regular cuestiones procesales (tanto formales como materiales) en el 
ámbito de un proceso constitucional ante lagunas conscientes de la Ley 
del Tribunal Constitucional Federal Alemán, conforme a criterios de 
oportunidad, los mismos que tendrán la vocación de ser aplicados a 
supuestos  posteriores  similares”111,  para  el  citado  autor  la  invocación  
de  la «autonomía procesal» en Alemania es en casos excepcionales 
donde exista las lagunas procesales de la Ley Orgánica del TC alemán, 
es decir si a criterio de ese Tribunal se considera que si existe un total 
vacío normativo en el ámbito procesal constitucional, este puede invocar 
excepcionalmente a la «autonomía procesal», sin  embargo  en  el  Perú  
es  una  potestad  amplia  que  tiene  el  Tribunal Constitucional para 
regular o crear normas procesales constitucionales. En mi opinión 
comparto dicho argumento porque viendo de cerca la categoría jurídica 
alemana   se   puede   ver   que   la   delegación   de   sus   funciones   
establece implícitamente una amplia autonomía para poder ejecutar sus 
fallos, que no se encuentra  expresamente  referido  a  la  creación  de  
normas  procesales  en  un ámbito general sino más bien especifico. 
 
Un caso muy ejemplar y claro de la incorrecta aplicación de la 
«autonomía procesal»,  es  el  fundamento  40  de  la  Sentencia  del  
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Tribunal  Constitucional recaída en el Exp. N°4853-2004-PA/TC, donde el 
Colegiado peruano se da cuenta de que no cuenta con los requisitos 
expresos para ser precedente, y además que devenía en inconstitucional, 
esta sentencia se dejó sin efecto por la Sentencia del Tribunal 
Constitucional recaída en el Exp. N° 03908-2007-PA/TC, de fecha 11 de 
febrero de 2009 por cuanto establecía lo siguiente “Teniendo en cuenta 
que los cinco presupuestos básicos para la aprobación de un precedente 
vinculante pueden ser cumplidos de manera alternativa, este Tribunal 
Constitucional constata que el fundamento 40 de la Sentencia Tribunal 
Constitucional en el Exp. N° 4853-2004-PA/TC no cumple con ninguno de 
estos presupuestos básicos para haber sido aprobado como precedente 
vinculante”78 
 
Este es uno de los tantos casos  controversiales   que  originado  
la  introducción  y  participación  de  la «autonomía procesal» en el 
Perú, y donde el propio Tribunal Constitucional se da cuenta de su error. 
Otro caso es la creación del sujeto procesal del partícipe el mismo que 
no genera ningún beneficio para quienes quieren intervenir  en el 
proceso de inconstitucionalidad es más incluso muchos sujetos 
legitimados para la acción de inconstitucionalidad se han visto mermados 
por la creación de este sujeto procesal, o en su defecto sujetos 
procesales que tenían un derecho o interés que pudiera verse afectado 
en la solución del proceso de inconstitucionalidad han sido condicionados 
a presentarse en calidad de participes conforme lo apreciaremos en las 
                                                         
78 En www.tc.gob.pe. STC. 03909-2007 Fundamento jurídico 6. 
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Resolución del Tribunal Constitucional recaída en el Exp. N.° 0033-2005-
PI/TC, Resolución del Tribunal Constitucional recaída en el Exp. N.° 
00010-2006-PI/TC y Resolución del Tribunal Constitucional recaída en 
Exp.  N.°  00007-2007-PI/TC,  los  casos  que  expongo  son  los  más  
resaltantes porque en si existe una infinidad de razones inconstitucionales 
e ilegales que genera la aplicación de la autonomía procesal. 
 
6.6. JURISPRUDENCIA CONSTITUCIONAL DE LA AUTONOMÍA 
PROCESAL DEL TC EN EL PERÚ 
“La experiencia del Tribunal Constitucional Peruano, respecto a la 
aplicación de su autonomía procesal se ha visto reflejado en una serie de 
sentencias, desde al año 2002 a la fecha, los cuales han sido 
desarrollados por escasa doctrina, entre los cuales resalta el aporte dado 
por el Dr. Cesar Landa Arroyo, así tenemos entre lo más resaltante lo 
siguiente”:79 
 
A. Exp. N° 0020-2005-I/TC 
La incorporación de la figura del Litisconsorte Facultativo, figura que no 
estaba regulado por el Código Procesal Constitucional en un Proceso de 
Inconstitucionalidad, la misma que fue instaurado por el Presidente de la 
República, contra una Ordenanza Regional de Puno, donde 31 
congresistas solicitaron ser incorporados como liticonsortes facultativos; 
por lo que, el TC en ejercicio  de su  autonomía  procesal  declaró ser  
competente  para  cubrir dicha laguna de la legislación procesal. 
                                                         
79 LANDA ARROYO, Cesar: “Autonomía Procesal del Tribunal Constitucional: la experiencia del Perú”, 
en Anuario de Derecho Constitucional Latinoamericano año XV, Montevideo,2009, PP. 277-310, ISSN 
1510-4974. 
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En ese sentido el Tribunal Constitucional luego de establecer el 
carácter de numerus clausus con el que se reguló la lagitimación activa 
en el Proceso de Inconstitucionalidad concluyó que: “sólo pueden actuar 
en calidad de litisconsortes facultativos los órganos y sujetos  a  los que 
se refiere el artículo  203°  de la Constitución Política del Estado, y dentro 
de las características y limitaciones propias de un proceso objetivo como 
este” (fundamento 05, del Exp. N° 0020-2005-PI/TC). 
 
B. Exp. N° 0025-2005-PI/TC y N° 0026-2005-PI/TC acumulados 
Se analizó la pertinencia de aplicar supletoriamente al proceso de 
inconstitucionalidad, la intervención de sujetos procesales que no son 
parte demandante y demandada, regulados en el Código Procesal 
Civil, precisando que: 
 
         “En este contexto, tanto la institución del litisconsorcio como la del 
tercero... han de ser excluidas debido a que el presupuesto de su 
intervención es que el sujeto a ser incorporado detente un derecho 
subjetivo o interés que pudiera verse afectado con la sentencia. Es 
precisamente este elemento el que descarta la posibilidad de aplicar estas 
instituciones dado que, el presupuesto de la incorporación al proceso de 
inconstitucionalidad de otros sujetos, distintos al emisor de la norma 
impugnada, es totalmente diferente”  (fundamento 17, de la Resolución 
de fecha 28  de  octubre  del  2005,  Exp.  N°  0025-2005-PI/TC  y  N°  
0026-2005-PI/TC acumulados) 
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         “Es así que en aplicación del Principio de autonomía procesal, el 
Tribunal Constitucional incorporó la figura del partícipe al proceso de 
inconstitucionalidad. El sustento de dicha inclusión radica en el interés del 
Tribunal Constitucional de enriquecer los puntos de vista a partir de los 
cuales deberá examinar el proceso de inconstitucionalidad; más aún si la 
intervención de los partícipes en el proceso no obedece a la defensa de 
interés o derecho alguno, sino más bien tiene por objeto aportar una tesis 
interpretativa en la controversia constitucional”132. (Fundamento 23, de la 
Resolución de fecha 28 de octubre del 2005, Exp. N° 0025-2005-PI/TC 
y N° 0026-2005-PI/TC acumulados) 
 
C. Resolución de fecha 13 de febrero del 2006, recaída en el 
expediente N° 033-2005-PI/TC 
El Tribunal Constitucional señaló respecto al tercero que: 
“Siendo la razón y propósito de su intervención enriquecer el proceso 
interpretativo en la controversia, es su intervención en la vista de causa el 
momento estelar y trascendental de su actuación” (fundamento 03) 
 
D. Exp. N° 2663-2003- HC/TC 
Se desarrolló los tipos de habeas corpus. 
 
E. Exp. N° 0959-2004-HD/TC 
Configuración  Jurisprudencial  de  derechos  fundamentales  como  
derecho  a  la verdad y acceso a la justicia. 
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F. Exp. N° 6204-2006-PHC/TC 
La reconducción de un proceso constitucional a otro. 
 
G. Exp. N° 010-2002-AI/TC 
“Se  desarrolló  los  tipos  de  sentencias  de  inconstitucionalidad  de  las  
normas legales,   a   mérito   del   proceso   de   inconstitucionalidad   de   
la   legislación antiterrorista, ello se debió a que el vacío normativo 
suscitado tras la declaración de inconstitucionalidad de una ley puede ser 
perjudicial”. 
 
H. Exp. N° 0030-2005-AI/TC 
El Tribunal Constitucional estableció límites a su labor interpretativa e 
integrativa, señalando que: 
 En ningún caso vulnerará el principio de separación de 
poderes. 
 No cabe emitirlas cuando el vacío normativo de la declaración de 
inconstitucionalidad puede ser cubierto de varias maneras. 
 Sólo pueden ser dictadas, con las limitaciones que la Constitución y 
las leyes establecen, según el artículo 45° de la Constitución Política del 
Perú. 
 “Resultan legítimas  solo  si  el  Tribunal  Constitucional  argumenta 
debidamente las razones y los fundamentos normativos constitucionales 
que justifican su dictado”132. 
 Su emisión requiere de la mayoría calificada de votos de los miembros 
del Tribunal Constitucional. 
 
113 
 
I. Exp. N° 1417-2005-AA/TC 
“El Tribunal  Constitucional  determinó  el  contenido  esencial  
constitucionalmente protegido del derecho fundamental a la pensión de 
jubilación (fundamento 37, de la sentencia), distinguiendo el contenido 
esencial, del contenido no esencial y del contenido  adicional,  señalando  
que, dicho  cambio  de  precedente  se encuentra amparado por el principio 
de autonomía procesal que informa a las funciones de valoración, 
ordenación y pacificación de este Tribunal”(fundamento 48). 
 
 
J. Exp. N° 4119-2005-AA/TC 
 
“Desarrolla   el   tema   de   la   sentencias   constitucional,   donde   el   
Tribunal Constitucional ha puesto especial énfasis en la posición de primer 
orden que la sentencia constitucional ostenta entre las decisiones del 
Estado Democrático de derecho, dadas sus particulares características”. 
 
 
K. Exp. N° 2877-2005-PHC 
 
El Tribunal Constitucional reguló algunos aspectos del recurso de agravio 
constitucional, que no fueron intencionalmente regulados por el 
legislador y que son necesarios para llevar acabo sus fines 
constitucionales. 
 
6.7. DIFERENCIAS   ENTRE   LA   AUTONOMÍA   PROCESAL 
GERMANA Y LA AUTONOMÍA PROCESAL PERUANA. 
Antes de terminar con este subcapítulo, abarcaremos algunas diferencias 
entre la autonomía procesal aplicada por el Tribunal Constitucional 
Alemán y la autonomía procesal según el Tribunal Constitucional peruano; 
114 
 
debemos señalar que  la  profesora    Rodríguez-Patrón  nos  pone  el  
concepto  de  la  autonomía procesal germana desde dos vertientes “la 
primera, más restringida, señala que la autonomía procesal constituye una 
delegación legal impuesta al Tribunal Constitucional para desarrollar 
normas procesales siendo la norma por excelencia, el artículo 35 de la Ley 
Orgánica del Tribunal Constitucional que establece que: El Tribunal  
Constitucional  puede  determinar  en  su  sentencia  quién  la  ejecuta; 
también puede determinar en el caso concreto la forma y el alcance de la 
ejecución”80 
 
         Y la “segunda postura, mucho más amplia, postularía a la 
autonomía procesal como una facultad normativa frente a la insuficiencia 
de los métodos tradicionales de integración jurisdiccional del Derecho para 
dar una respuesta adecuada a las especialidades de la jurisdicción 
constitucional”81 
 
Ahora con lo que respecta a la autonomía procesal del Perú 
podemos señalar que su concepto se vierte en dos sentidos: el primero 
que esta autonomía procesal se encuentra expresada en varios artículos, 
el artículo 51 de la Constitución (principio de supremacía y el de fuerza 
normativa de la Constitución), el artículo 201 del Constitución  (el  artículo  
201  de  la  Constitución  establece  que  el  Tribunal Constitucional  es  
el  órgano  de  control  de  la  Constitución  es  «autónomo»  e 
independiente), el artículo 1 de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional 
                                                         
80 Citada por: ACHULLI ESPINOZA, Maribel. En. Estudios sobre los MEDIOS IMPUGNATORIOS en los 
procesos LABORALES  y CONSTITUCIONALES, Gaceta Jurídica, Lima, 2011, p. 318. 
81 Ibídem. 
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(el artículo  1 de  la  LOTC  establece  que  el Tribunal  Constitucional  es  
el  órgano supremo de interpretación y control de la constitucionalidad. “Es 
autónomo e independiente de los demás constitucionales), en el segundo 
sentido la autonomía procesal se incorpora para coadyuvar a los fines de 
los procesos constitucionales según lo establecido en el artículo II del 
Título Preliminar del Código Procesal Constitucional (el articulo II estipula 
que son fines esenciales de los procesos constitucionales garantizar la 
primacía de la Constitución y la vigencia efectiva de los derechos 
constitucionales) asimismo tomando como sustento el articulo III del Título  
Preliminar  del  Código  Procesal  Constitucional  el Tribunal  Constitucional 
señala que a través de la jurisprudencia deben de adecuar las exigencias 
de las formalidades previstas en el Código Procesal Constitucional, 
analizando la exposición de estos motivos nos conlleva a mirar cómo nace 
la concepción de autonomía procesal y el sustento normativo que cuenta 
cada una de ellas en ambos países, notemos que la autonomía procesal 
germana justifica su incorporación desde las lagunas normativas que 
presenta su Ley Orgánica, anotando que Alemania no tiene un Código 
Procesal Constitucional, vale decir ejecuta la tutela de los derechos 
fundamentales a través de su Ley Orgánica, por otra parte en el Perú el 
TC peruano cuenta con la Constitución, el Código Procesal Constitucional 
que este cuerpo normativo ha sido creado para la conducción especifica  
de  los  procesos  que  tutelan  derechos  constitucionales,  la     Ley 
Orgánica  del  Tribunal  Constitucional  y  su  Reglamento  Normativo  y,  
como podemos comparar existe una gran diferencia entre ambas 
autonomías”. 
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En cuanto a los límites de la autonomía procesal germana y 
peruana, encontramos dos diferencias transcendentales que es la 
seguridad jurídica y la explicación de la aplicación de la autonomía 
procesal; en Alemania al referirse a la seguridad jurídica se remiten al 
carácter excepcional de la autonomía procesal, es decir la aplicación de la 
autonomía procesal no tiene un carácter general sino especifico solo se 
presenta en casos que son excepcionales dejando la posibilidad de poder 
ser aplicados si se presenta un caso similar; con relación a la explicación 
de motivos de la decisión, esto quiere decir que el Tribunal Constitucional 
alemán debe  explicar  las  razones  o  los  motivos  por  los  cuales  aplica  
la  autonomía procesal y porque estos motivos se canalizan en la 
Constitución o en la Ley, ahora dentro de estos motivos queda expedito 
que ante la ausencia de los métodos tradicionales de integración del 
Derecho se puede recurrir excepcionalmente a la autonomía procesal; en 
el Perú por  otra parte  -como vimos líneas antes- los límites se 
parametrizan a la Constitución y cubrir los vacíos normativos de las 
normas procesales constitucionales esto lo hace con la ayuda de los 
métodos de interpretación e integración del Derecho, tengamos en cuenta 
que ello sería contradictorio a la posición y límites que impone el Tribunal 
Constitucional alemán, por cuanto éste especifica que ante la ausencia de 
dichos métodos es conveniente aplicar la autonomía procesal. Como un 
resumen de las diferencias acotadas, y para tener en claro cuáles son esas 
diferencias, observemos el siguiente cuadro comparativo:
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DIFERENCIAS 
Autonomía Procesal 
 
Germana 
 
 
 
Autonomía Procesal Peruana 
 
 
 
Las  lagunas  que  presenta  la 
 
Ley Orgánica del TC alemán 
Potestad                     conferida 
 
implícitamente         por         la 
 
Constitución. 
 
 
Insuficiencia de los métodos 
tradicionales de integración 
jurisdiccional del Derecho 
 
 
Ante lagunas normativas puede 
a través de la autonomía cubrir 
vacíos legislativos. 
La    seguridad   jurídica    que 
 
implica        aplicar    a    casos 
excepcionales 
 
 
 
La   aplicación   de   autonomía 
procesal de forma general. 
 
La explicación de la aplicación 
de la autonomía procesal para 
el caso excepcional (la 
autonomía procesal  no 
justifica el fallo). 
 
 
 
 
 
 
 
La aplicación de la autonomía 
procesal justifica todos los 
pronunciamientos del Tribunal. 
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CONCLUSIONES 
PRIMERA.- Del desarrollo efectuado del marco doctrinario de la autonomía 
procesal en Alemania y la del Perú existe un deslinde; en el 
caso de Perú esta categoría jurídica se constituye como una 
potestad amplia de poder crear y regular normas procesales 
constitucionales, so pretexto de alcanzar los fines esenciales de 
los procesos constitucionales;  este marco de definición 
expresado por el Tribunal Constitucional peruano tergiversa la 
finalidad concreta de la autonomía procesal alemana, en razón a 
que el marco definitorio que tiene la doctrina alemana de la 
autonomía procesal es como una facultad discrecional del 
Tribunal Constitucional Federal  alemán  que  bajo  la  presencia  
de  las  lagunas  existentes  en  la  Ley Orgánica y ante la ausencia 
de los métodos de interpretación e integración del Derecho 
Procesal permite a este Tribunal poder aplicar la autonomía 
procesal. Debemos señalar que no existe una potestad totalmente 
libre sino por el contrario estricta, es decir que el Tribunal 
Constitucional tergiversa el verdadero sentido de la autonomía 
procesal, más aún si no existen parámetros claros que limiten su 
aplicación. 
 
SEGUNDA.- De la investigación se ha podido demostrar que, la autonomía 
procesal del Tribunal  Constitucional  peruano  es  
119 
 
inconstitucional, ya que de acuerdo a lo previsto por la 
Constitución, y las demás normas de inferior jerarquía como el 
Código Procesal Constitucional, la Ley Orgánica del Tribunal 
Constitucional y su Reglamento Normativo no existe norma 
alguna que de manera expresa le otorgue facultades al Tribunal 
Constitucional para crear, regular o modificar normas a través 
de la jurisprudencia; al respecto se tiene el artículo 201° de la 
Constitución Política del Perú y el artículo III del Título Preliminar 
del Código Procesal Constitucional  peruano,  los  cuales  
aparentemente  constituirían  su  sustento jurídico o normativo de 
su autonomía procesal, sin embargo los mismos no son 
adecuados para respaldar la autonomía procesal del TC, ya que 
de la lectura de dichos dispositivos en ningún extremo se hace 
alusión a la creación de normas procesales a través de la 
jurisprudencia, y si bien se puede recurrir a una interpretación la 
misma debería ser excepcional, luego de haberse aplicado las 
demás fuentes del derecho, como los principios, doctrina, etc., ya 
que no hacerlo, se podría configurar la violación del principio de 
separación de poderes al entrar al terreno del poder legislativo, 
tal y como se corrobora, por ejemplo, en la sentencia del Tribunal 
Constitucional recaída en el Exp N° 4853-2004-PA/TC, donde a 
través de dicho precedente se estableció la procedencia del 
recurso de agravio constitucional contra las sentencias 
estimatorias, este precedente significaba la modificación expresa 
del artículo 202.2 de la Constitución, no obstante el propio 
Tribunal Constitucional lo ha dejado sin efecto mediante la 
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sentencia del Tribunal Constitucional recaída en el expediente N° 
03908-2007-PA/TC, la autonomía procesal peruana utiliza 
paralelamente los métodos de integración e interpretación del 
Derecho.  
 
TERCERA.- Se demuestra que la autonomía procesal no sólo es 
inconstitucional sino también es ilegal en razón a que contraviene 
el Código Procesal Constitucional, tal y como se corrobora en la 
sentencia del Tribunal Constitucional recaída en el Exp. N° 0004-
2009-PA/TC, donde a través de dicho precedente se crea el 
recurso de apelación por salto siendo el sustento normativo para 
la creación de dicha figura el articulo III del Título Preliminar del 
Código Procesal Constitucional, en este sentido al realizar el 
estudio de dicha sentencia se obtuvo que el artículo en mención 
no es el sustento normativo adecuado para la creación de dicha 
institución, en ese mismo sentido se tiene que, del total de la 
población de las sentencias del Tribunal Constitucional peruano 
donde se advierte la aplicación de la autonomía procesal, no se 
encontró ningún caso en el que se pueda aplicar válidamente la 
autonomía procesal, es decir de forma excepcional, luego de 
haberse agotado los demás instrumentos legales para sopesar los 
vacíos , deficiencias y lagunas legales.
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SUGERENCIAS 
PRIMERA.- Que el Tribunal Constitucional mediante una sesión de pleno, con 
la participación de todos y cada uno de los magistrados integrantes, 
manifiesten sus puntos de vista con la finalidad de uniformizar 
criterios jurídicos para la correcta aplicación del principio de 
autonomía procesal teniendo en cuenta que su origen se dio como 
una facultad excepcional y no genérica; todo ello con la finalidad 
de regular adecuadamente la finalidad y aplicación de la autonomía 
procesal conforme a los parámetros legales y constitucionales. 
 
SEGUNDA.- Recomendar que, se modifique el artículo II del Título Preliminar 
del Código Procesal Constitucional Peruano, en el sentido 
siguiente: “Son fines esenciales de los  procesos  constitucionales  
garantizar  la  primacía  de  la  Constitución  y  la vigencia efectiva 
de los derechos constitucionales, sin vulnerar principios 
fundamentales”, es decir que, si bien el TC puede aplicar la 
autonomía procesal de forma excepcional, la misma no constituye 
una carta abierta para asumir funciones que le corresponden al 
Poder Legislativo, al pretender crear instituciones jurídicas so 
pretexto de alcanzar los fines esenciales de los procesos 
constitucionales. 
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TERCERA.- La recomendación que sugiere la presente tesis, es la 
reconfiguración de la autonomía procesal del Tribunal 
Constitucional peruano para que en los casos en que  sean  
aplicados no contravengan a la Constitución  Política  ni  al  Código 
Procesal Constitucional, es así que sugiero que se cambie la 
definición de la autonomía procesal como una potestad de creación 
y regulación de las normas procesales constitucionales, como una 
categoría jurídica de carácter excepcional, aplicado solamente 
cuando se compruebe dos aspectos esenciales: 
 
a) Las   lagunas  o  vacíos   normativos   expresos   en  el  Código  
Procesal Constitucional o en Ley Orgánica del Tribunal 
Constitucional peruano. 
b) La insuficiencia de los métodos de integración e interpretación del 
Derecho Procesal. 
 
Comprobado estos dos parámetros es factible aplicar la autonomía 
procesal quedando establecido que la aplicación de la autonomía 
procesal no puede sobrepasar   la   Constitución   Política   del   
Estado   ni   el   Código   Procesal Constitucional.
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ANEXO 1 
MATRIZ DE CONSISTENCIA 
 
Problema Objetivos Hipótesis Variables Métodos e Indicadores 
¿Es la aplicación 
de la autonomía 
procesal del 
Tribunal 
Constitucional 
peruano 
Inconstitucional o 
ilegal? 
Objetivo General: 
Determinar    si la 
aplicación de la    
Autonomía Procesal  
es  o no 
inconstitucional y/o 
ilegal 
Objetivo 
Específico: 
Demostrar en qué 
casos puede 
válidamente ejercer 
el Tribunal 
Constitucional la     
autonomía procesal 
Es inconstitucional 
e     ilegal la 
aplicación de la 
autonomía 
procesal      del 
Tribunal 
Constitucional 
peruano 
cuando   afecta la  
Constitución 
Política        del 
Estado, Código 
Procesal 
Constitucional y 
Ley Orgánica del 
Tribunal 
Constitucional. 
Variable 
Independiente: La 
aplicación de la 
autonomía procesal 
por parte del Tribunal 
Constitucional 
Peruano  
Indicadores: 
Sentencias  del 
Tribunal Constitucional 
Peruano  
Variable 
Dependiente: La 
inconstitucional idad e 
ilegalidad de la 
aplicación de la 
autonomía procesal      
del Tribunal 
Constitucional 
peruano. 
Tipo de Investigación: La tipología de la 
presente investigación es de carácter 
jurídico – propositivo. 
 
Diseño de Investigación: El diseño de la 
investigación es    cualitativa, por        cuanto 
describe         e interpreta hechos           o 
fenómenos. 
 
Métodos aplicados: 
 
La metodología general que se empleo   
es   el método deductivo e inductivo, esto 
es, ir de   lo general a lo particular y 
viceversa respectivamente; y en cuanto al 
plano jurídico, se aplicó el método   de   la 
hermenéutica jurídica o de la 
interpretación jurídica. 
 
Técnicas: Análisis documental. 
Exploración    y consulta bibliográfica. 
Análisis y comentarios de juristas 
especializados en la materia. 
 
Instrumentos: Ficha bibliográfica. Ficha 
hemerográfica 
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